
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 
 
 

 
 

 

 
  

 

 

 

 
 

Políticas de igualdad y 	 Equality policies and 
modelos de empleo: el 	 model of employment: 

the Spanish casecaso Español 
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1. INTRODUCCIÓN 

Este artículo aborda las transformacio­
nes en el modelo de empleo en España 
desde el punto de vista de la influencia 

de las políticas socio-laborales en la configu­
ración del mismo. Nuestro interés se centra 
en el papel que las políticas de igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres en el 
empleo así como las de conciliación laboral, 
personal y familiar, han podido jugar en esos 
cambios. Nos ha interesado indagar si tales 
políticas han podido contribuir a la mejora de 
esa igualdad de oportunidades entre hombres 
y mujeres en el empleo1, focalizando nuestra 
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atención en el ámbito de las empresas y en los 
discursos que acompañan tales actuaciones. 

Partimos de considerar que las políticas de 
igualdad de oportunidades en el empleo entre 
hombres y mujeres (PIOE en adelante) y las 
políticas de conciliación, como otras políticas 
de empleo desarrolladas durante este periodo, 
inciden en la cantidad y la calidad del empleo. 
El carácter relativamente positivo de esta re­
lación depende de la propia definición de di­
chas políticas, según los distintos actores so­
ciales implicados, pero también de la eficacia 
de las mismas (su gobernanza, articulación y 
concreción en los distintos niveles territoria­
les e institucionales) y de la propia estructura 
socio-productiva sobre la que operan. Por otra 
parte, a nuestro modo de ver, ambas políticas 
presentan unas características que las hacen 
singulares con respecto al resto de políticas 
de empleo. Principalmente porque (a) son po­
líticas que exceden lo que habitualmente se 
considera como ámbito laboral, interpelando 
a la división sexual del trabajo que pauta la 
relación y la disponibilidad laboral de ambos 
géneros, (b) su encaje con otras políticas de 
empleo plantea un importante esfuerzo de 
coordinación a todos los niveles (empresarial, 
sectorial y territorial) y (c), más allá de los 
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discursos de asentimiento, son políticas cuya 
definición y aplicación suscita resistencias 
entre los propios actores e instituciones im­
plicadas. 

En ese sentido, entendemos que las políti­
cas llevadas a cabo difícilmente han podido 
actuar como herramienta capaz de corregir 
la tendencia de segmentación y de segrega­
ción del mercado laboral en España, así como 
otras formas de desigualdad o de discrimina­
ción en el empleo. En el caso de las PIOE por­
que han tendido a operar más como políticas 
de promoción del empleo femenino que como 
correctoras de las desigualdades en el trabajo 
y el empleo, a través de un diálogo no siempre 
fructífero con el resto de políticas de empleo, 
además de estar relativamente ausentes de 
las empresas y de la negociación colectiva, a 
pesar de que la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de hombres 
y mujeres (LOI 3/2007) abría nuevas vías de 
actuación que hemos querido explorar. En el 
caso de las políticas de conciliación, porque su 
propia definición sesga y limita su capacidad 
de intervención. En ambos casos, porque se 
sigue pensando que son políticas “para mu­
jeres” que no inciden sobre el conjunto de la 
mano de obra ni sobre el trasfondo del mer­
cado laboral que explica las desigualdades de 
género en el mismo. 

La lógica de investigación buscaba estudiar 
la aplicación de dichas políticas, definiendo el 
nivel de empresa como el eje de nuestro análi­
sis, sin obviar ámbitos y/o actores sociales com­
plementarios. La razón es que nos interesaba 
conocer lo que hipotéticamente planteábamos 
como uno de los principales puntos débiles en 
el proceso de gobernanza de las políticas, esto 
es, su despliegue y concreción en las empre­
sas. A través de una diferenciación tipológica 
de empresas y territorios se ha realizado un 
conjunto de entrevistas semiestructuradas 
a empresas, a partir de dos tipos de actores, 
los representantes de las empresas (respon­
sables de recursos humanos y/o de gestión y 
dirección) y los representantes de los trabaja­
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dores (comités de empresa). Complementaria­
mente, también se han realizado entrevistas 
semiestructuradas tanto a agentes sociales 
(organizaciones sindicales y empresariales) 
y actores territoriales (administración local), 
ambos vinculados con los sectores estudiados 
(esto es, construcción, industria, sanidad y, 
de forma diferenciada, el sector de atención y 
cuidado de personas o care). 

A pesar de los avances derivados de la apli­
cación de la LOI 3/2007, los resultados con­
firman que tanto las orientaciones generales 
como su traducción en las empresas, adolecen 
de una visión de la igualdad entre hombres 
y mujeres en el empleo que pueden calificar­
se como de adecuación femenina a la norma 
masculina. La crisis y el limitado despegue de 
las políticas de bienestar abren nuevos inte­
rrogantes sobre un tema que, en estos últimos 
veinte años, ha pasado a tener un lugar en la 
agenda política y en las relaciones laborales 
en Europa. 

Estas son las cuestiones que se abordan a 
continuación. Primero se argumenta la bon­
dad de una aproximación a los modelos de 
empleo que incorpore una visión amplia de las 
políticas en clave de género; después se pre­
sentan los principales rasgos de las políticas 
de igualdad en relación al empleo, incluyendo 
las políticas de conciliación; a continuación, se 
estudia su percepción y aplicación en el nivel 
de las empresas estudiadas, para concluir con 
algunas reflexiones que inviten a seguir tra­
bajando en este campo. 

2.	 POLíTICAS SOCIO-LABORALES, 
MODELOS DE EMPLEO Y GÉNERO 

El concepto de modelo de empleo (Bosch, 
Rubery y Lehndorff, 2007; Bosch, Lehndorff y 
Rubery, 2009) surge en el marco de los aná­
lisis comparados desarrollados al calor de la 
discusión sobre los procesos de convergencia 
europeos, que se interesan por poner de mani­
fiesto las similitudes y diferencias entre paí­
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ses y por identificar los elementos de cambio 
y de continuidad en cada uno de ellos. La ti­
pificación de los principales rasgos del empleo 
y la búsqueda de patrones repetibles y con­
frontables en relación a las distintas carac­
terísticas de los contextos socio-productivos 
nacionales suelen considerarse las vías más 
adecuadas para ello. Así, el concepto de mode­
lo de empleo tiene su origen en los esfuerzos 
por definir “tipos ideales” de sistemas socio-
productivos, que den cuenta de las “varieda­
des de capitalismo” (Hall y Soskice, 2001) y, 
de ahí, los “modelos nacionales de empleo”. 
Esta perspectiva se ha visto revisada desde 
otras propuestas que ven en los “regímenes de 
bienestar” (Esping-Andersen, 1990 y 1999) y, 
especialmente, en los “modelos de trabajo y/o 
de cuidados” (Gardiner, 2000), elementos cla­
ve para esclarecer dichos modelos nacionales 
de empleo. Ello nos ha llevado a definir el mo­
delo de empleo a partir de tres dimensiones 
básicas: el mercado laboral, las políticas socio-
laborales y la división sexual del trabajo. 

En lo que aquí concierne, la ampliación del 
campo de análisis que supone esta visión del 
concepto de modelo de empleo se orienta en 
una doble dirección. Por un lado, se amplía el 
campo de las políticas normalmente conside­
radas en su definición y, por consiguiente, de 
los actores implicados. El concepto de modelo 
de empleo supone tener en cuenta las políti­
cas socio-laborales directamente relacionadas 
con la actividad laboral y su regulación, pero 
también aquellas que intervienen en la confi­
guración de las características de los empleos 
y de la mano de obra, así como en las oportu­
nidades de ésta en el mercado laboral. En este 
sentido, tal ampliación significa pasar de los 
actores ligados a la actividad laboral a consi­
derar también el Estado, no sólo como inter­
locutor o interventor en las relaciones labora­
les, sino como proveedor de protección social 
y de bienestar. Por otro lado, en nuestro caso, 
el concepto de modelo de empleo es deudor de 
las propuestas que se derivan de la revisión 
del concepto de trabajo y de la consideración 
de la dimensión de género como transversal al 
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análisis del trabajo y del empleo. Ello supone 
integrar el concepto de modelo de empleo en 
un esquema teórico que incorpora el sistema 
de sexo/género como factor explicativo en la 
conformación de los distintos modelos de em­
pleo. 

En el caso europeo, el desarrollo de polí­
ticas de empleo, de igualdad y de bienestar 
impulsadas desde la propia Unión Europea 
ha favorecido el interés por afrontar el inte­
rrogante de cómo esas actuaciones influyen 
en los respectivos modelos de empleo y en sus 
convergencias o divergencias nacionales. Un 
interrogante que, en términos más generales, 
se propone bajo el prisma de la relación entre 
modelos de empleo y regímenes de bienestar 
y, en términos más específicos, se plantea en 
forma de relación entre modelos de empleo y 
modelos de cuidados. En cualquier caso, se 
trata de una problemática que se sitúa en el 
núcleo de las trasformaciones de los modelos 
europeos de empleo por tres razones funda­
mentales. En primer lugar, porque atañe a la 
calidad y cantidad de una parte significativa 
del empleo generado en Europa. En segundo 
lugar, porque interviene en las condiciones 
de disponibilidad de la mano de obra. Y, fi­
nalmente, en tercer lugar, porque contribuye 
a explicar las desigualdades de género en el 
trabajo y en el empleo. 

Tal es así que, para algunas especialis­
tas, los regímenes de bienestar y los propios 
modelos de empleo no pueden entenderse al 
margen de lo que se denomina como “orden de 
género” y “régimen de género” (Pocock, 2005). 
De acuerdo con Connell (1987), por “orden de 
género” se entiende la construcción histórica 
de las relaciones de poder entre géneros, so­
bre la base de la división sexual del trabajo. 
Según esta autora, ese “orden de género” se 
institucionaliza en un “régimen de género” 
que impregna el conjunto de instituciones so­
ciales, incluidas el estado de bienestar y los 
mercados laborales. Los actores y las prácti­
cas sociales que conforman los modelos nacio­
nales de empleo responden a esas relaciones 
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de poder entre géneros. Las pautas cultura­
les que resultan de esos “órdenes de género” 
orientan y legitiman las estrategias de los 
actores (Pfau-Efinger, 2004). En un sentido 
más amplio, los propios modelos de bienestar 
producen y reproducen actitudes más o menos 
favorables a la igualdad de género (Guo y Gil­
bert, 2012). En otras palabras, las relaciones 
de género no sólo intervienen en la conforma­
ción de los modelos de empleo directamente 
a través la división sexual del trabajo en el 
hogar-familia, sino que también conforman 
los contenidos y orientaciones de las políticas 
sociales y laborales, así como las estrategias 
de los actores implicados, tanto individuales 
como colectivos. 

El concepto de care y, más concretamente 
el de social care (Daly y Lewis, 1998 y 2000), 
ha sido crucial para abordar la interrelación 
entre los modelos de empleo y los modelos de 
bienestar. Se entiende que la forma cómo se 
afrontan las necesidades de cuidado en cada 
sociedad, influye en la disponibilidad de la 
mano de obra, además de incidir en la crea­
ción de buenos o malos empleos en el mercado 
de trabajo (Bettio, Simonazzi y Villa, 2006; Si­
monazzi 2009). Por su parte, las políticas la­
borales, las formas de regulación del empleo y 
la negociación colectiva y las propias estrate­
gias empresariales y sindicales, también ofre­
cerían un marco más o menos propicio a la 
presencia en el empleo de una mano de obra 
que no siempre tiene esa actividad como único 
trabajo obligado. Los modelos de empleo y los 
modelos de cuidados están interrelacionados 
hasta el punto de que, en una lectura más 
arriesgada, los modelos de empleo y de cui­
dados conformarían un mismo espacio social, 
siendo la pieza clave de un determinado “or­
den de género”, definido, también, por las re­
laciones de clase y por el papel y la naturaleza 
del Estado (Pocock, 2005). En este prisma se 
sitúa la propuesta de “modelos de empleo y de 
cuidados” de Gardiner (2000). La dimensión 
de género atraviesa el conjunto de esferas so­
ciales que conforman un modelo de empleo y 
de cuidados. Así, para Gardiner, los actores 
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que contribuyen a la configuración de un mo­
delo de empleo con unas características de 
género determinadas son las empresas (más 
o menos propicias a impulsar políticas favora­
bles a lo que se conoce como conciliación entre 
vida laboral y familiar), el Estado (a través de 
las distintas provisiones de bienestar) y el sis­
tema de relaciones laborales, y los individuos 
y las familias como actores, en conflicto, en el 
ámbito privado. La manera cómo se concre­
ta la interrelación entre esas tres esferas es 
indicativa de las características de las rela­
ciones de género en un contexto determinado. 
En este sentido y de forma específica para los 
países del sur de Europa, Simonazzi (2009) 
apunta, desde una óptica que plantea los mo­
delos de empleo y los modelos de cuidados 
como dos ámbitos sociales interrelacionados, 
nuevas dimensiones a tener en cuenta, como 
el grado de formalidad del mercado del cuida­
dos o el grado de delegación del cuidado hacia 
la mano de obra inmigrante, como dimensio­
nes clave para entender esa relación en el sur 
de Europa. 

Desde este punto de vista nos hemos acer­
cado a las PIOE y a las políticas de concilia­
ción que se han llevado a cabo en España, con 
objeto de indagar su influencia en las transfor­
maciones de modelo de empleo español, y, más 
en concreto, de explorar si esas transforma­
ciones se orientan hacia la mejora de la igual­
dad de oportunidades entre hombres y muje­
res. Una cuestión que, como se ha señalado, se 
ha situado en el centro de la agenda europea, 
desde la Estrategia Europea de Empleo defi­
nida en la Cumbre de Luxemburgo de 1997 y 
relanzada en la Cumbre de Lisboa de 2000. 
Durante el periodo estudiado, se ha dado un 
fuerte impulso a unas políticas que tenían 
ya un largo recorrido en Europa, no siempre 
exitoso (Moltó, 2005). El carácter productivis­
ta, incluso de refuerzo de la división sexual 
del trabajo, identifica sus principales lími­
tes (Rubery, Smith, Grimshaw y Figueiredo, 
2002; Rubery, Figueiredo, Smith, y Grimshaw, 
2004). Aún así, la consideración de la igualdad 
como cuarto pilar de la Estrategia Europea de 
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Empleo en esta última década daba nuevos 
bríos a esta temática. El aumento del em­
pleo femenino y el impulso a las actuaciones 
a favor de la así llamada “conciliación de la 
vida laboral y familiar”, que desde esa misma 
estrategia se favorece, constituyen el núcleo 
de los objetivos europeos de empleo. Como 
novedad, el objetivo de una mayor presencia 
femenina en el mercado laboral se relaciona 
con la necesidad de medidas que permitan 
una mejor adecuación entre el trabajo en el 
mercado y las exigencias de cuidado. A partir 
de ahí, igualdad, como empleabilidad, forma 
parte del discurso europeo en materia de em­
pleo, en el marco de la defensa de un modelo 
social europeo, hoy quizá en entredicho, que 
redefine la relación entre empleo y política so­
cial (Annesley, 2007; Daly, 2011). 

Para el caso español, la perspectiva de los 
modelos de empleo identifica una serie de ras­
gos heredados de la dictadura franquista, pos­
teriormente moldeados durante el proceso de 
transición cuando se creó un sistema de ser­
vicios y beneficios sociales públicos y univer­
sales, pero que pronto recibieron la influencia 
de la política económica de corte neoliberal, 
marcando definitivamente el modelo español 
de empleo. También cabe resaltar una tradi­
ción familista, un peso importante de la Igle­
sia católica y una política social a medio cami­
no entre el universalismo y el asistencialismo 
(Banyuls, Miguélez, Recio, Cano y Llorente, 
2009). Tras las primeras elecciones democrá­
ticas es posible distinguir distintos cambios 
que afectaron a la estructura económica y so­
cial, la cultura, las relaciones laborales y los 
roles de género. Las causas de estos procesos 
de cambio deben buscarse tanto en procesos 
externos (globalización, influencia de la políti­
ca común europea) como en procesos internos 
(democratización del país, reestructuración 
territorial, demandas sociales y cambios cul­
turales) (Banyuls et al., 2009). Este conjunto 
de procesos dan cuenta de una sociedad que 
ha cambiado sustancialmente en las últimas 
décadas. Una sociedad que envejece y que ha 
asistido a un cambio en la presencia de las 
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mujeres en el mercado laboral, aún mante­
niendo la ausencia masculina en el trabajo 
doméstico y familiar (Borràs, Moreno y Recio, 
2009). Si bien es destacable el incremento de 
la presencia de mujeres en el mercado laboral 
español, no parece tan claro que se haya roto 
con la fuerte división sexual del trabajo, y el 
trabajo doméstico y familiar siguen recayen­
do hoy en día y de forma mayoritaria en las 
mujeres adultas (Torns, Carrasquer, Parella 
y Recio, 2007; Borràs et al., 2009). Por otro 
lado, en la actualidad, nos encontramos con 
una expansión de los servicios que dan cuenta 
de estos cambios, especialmente en el campo 
de las necesidades de cuidado a las personas, 
una evidencia que recoge la aprobación de la 
Ley de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las personas en situación de De­
pendencia, de 14 de diciembre de 2006, 

3.	 POLíTICAS DE IGUALDAD Y DE 
CONCILIACIÓN EN EL MODELO DE 
EMPLEO EN ESPAñA 

Desde hace más de tres décadas, se desa­
rrollan en España políticas de igualdad que 
buscan incidir en la igualdad de mujeres y 
hombres en el empleo. Las políticas de conci­
liación son más recientes, si consideramos la 
Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promo­
ver la conciliación de la vida familiar y laboral 
de las personas trabajadoras (LC 39/1999), 
como punto de partida de las actuaciones. 
Sin embargo, buena parte de los contenidos 
desarrollados a partir de esa ley están ya pre­
sentes en regulaciones anteriores, bien sea en 
forma de norma jurídica o en la negociación 
colectiva, como es el caso de la regulación de 
los permisos por maternidad. Aunque las polí­
ticas de igualdad y de conciliación responden 
a objetivos y ámbitos de actuación distintos, 
la LOI 3/2007 introduce un nexo, por lo menos 
formal, entre medidas a favor de la igualdad y 
de conciliación, al contemplar la “conciliación” 
como uno de los ejes a desarrollar, además de 
promover las actuaciones a favor de la igual­
dad, a nivel de las empresas. 
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3.1.	 las Políticas de Igualdad de 
Oportunidades y su relación con 
empleo 

La igualdad y, más concretamente, la 
igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres en el empleo, ha generado una nota­
ble producción normativa y el desarrollo de 
políticas encaminadas a tal fin. El tema ha 
pasado a formar parte de los programas y de 
las agendas de los principales actores de las 
relaciones laborales. A nivel estatal, los pro­
gramas-marco son el instrumento utilizado 
para definir y jerarquizar los objetivos concre­
tos perseguidos en cada periodo de vigencia 
del plan, siendo el empleo una de las áreas 
nucleares de actuación. A su vez, esas direc­
trices se reelaboran a nivel autonómico y lo­
cal, siguiendo un esquema similar, a través de 
un proceso de gobernanza que pretende aten­
der la especificidad de cada uno de esos ám­
bitos territoriales. Sus contenidos permiten 
apreciar el modo cómo se percibe la igualdad, 
identificando objetivos, prioridades y actores 
y/o colectivos clave. 

En España se han puesto en marcha seis 
grandes programas-marco de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres: el 
I Plan de Igualdad de Oportunidades (1988­
1990), el II Plan de Igualdad de Oportuni­
dades (1993-1995), el III Plan de Igualdad 
de Oportunidades (1997-2000) y el IV Plan 
de Igualdad de Oportunidades (2003-2006). 
Después de la aprobación de la LOI 3/2007 
en lugar del programa correspondiente al 
quinto Plan se aprueba el Plan Estratégico de 
Igualdad de Oportunidades (2008-2011), con 
el que se pretende afrontar el desarrollo de 
los principios de actuación previstos en la ley. 
Una nueva denominación que se va a man­
tener en el programa actualmente en vigor, 
el Plan estratégico de igualdad de oportuni­
dades (2014-2016), cuyo desarrollo e impacto 
quedan para una futura evaluación. Para una 
síntesis de sus contenidos, véase el Cuadro 1. 
Atendiendo a los objetivos y orientaciones, se 
pueden identificar tres etapas. Una primera 
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etapa de introducción de esta temática en la 
agenda política y de creación del soporte insti­
tucional para su desarrollo; una segunda eta­
pa de consolidación y de armonización con las 
directrices europeas en materia de empleo e 
igualdad; y una tercera etapa de nuevo impul­
so a la igualdad a partir del marco que ofrece 
la LOI 3/2007, que va a coincidir, primero, con 
una cierta reorientación en las propuestas de 
actuación en relación al empleo y, después, 
con el nuevo escenario que se abre con la cri­
sis económica. Veámoslo. 

3.1.1. El despliegue institucional (1988-1997) 

Es común identificar esta primera etapa 
con la introducción de la problemática de la 
igualdad entre mujeres y hombres en la agen­
da política (Astelarra, 2005). Bajo los auspi­
cios del Instituto de la Mujer, creado en 1983, 
y de sus homónimos a nivel autonómico, es el 
momento de empuje al desarrollo del entra­
mado institucional que ampare el diseño y 
ejecución de las políticas, de impulso de medi­
das de sensibilización en torno a esa cuestión 
y de adecuación de la normativa existente a 
una legislación no sexista. A esta fase corres­
ponden los dos primeros Planes de Igualdad 
de Oportunidades (PIOM en adelante), el de 
1988 a 1990 y el de 1993 a 1995. 

Desde el punto de vista del empleo, el es­
fuerzo se centra en la revisión de la norma­
tiva laboral y, por primera vez de manera ex­
plícita, en el objetivo de aumento del empleo 
femenino. Eje de actuación clave hasta hoy 
en el que van a confluir tanto el objetivo de 
igualdad expresado en la idea de independen­
cia económica de las mujeres, como el objetivo 
de movilización del conjunto de la mano de 
obra potencial que preside la política europea 
de empleo, en particular desde la estrategia 
de Lisboa del 2000. A parte del primer PIOM 
(1988 a 1990), básicamente dedicado a armo­
nizar el ordenamiento jurídico, los restantes 
planes van a centrar su atención en la pro­
moción del empleo femenino, aunque con dis­
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tintos acentos, fruto tanto de la coyuntura es­
pañola como de las directrices internacionales 
que los inspiran. Junto a ello, progresivamen­
te se irán incorporando aspectos orientados a 
paliar otras formas de desigualdad de género 
en el empleo, como la segregación ocupacional 
o la brecha salarial, así como a garantizar la 
presencia de la igualdad de género en la inter­
locución laboral, pero siempre con un énfasis 
limitado. 

La preocupación por la incorporación fe­
menina al empleo y la atención al desempleo 
femenino centran el II PIOM (1993-1995). Se 
trata de promover la presencia femenina en 
la actividad laboral. El abordaje de este ob­
jetivo parte de considerar la especificidad del 
empleo femenino como un empleo que siem­
pre va ligado al trabajo doméstico y familiar, 
especialmente en el caso de las mujeres adul­
tas, de modo que ello merma su disponibili­
dad hacia la actividad laboral. De ahí que se 
prevea una doble línea de actuación que, sin 
embargo, va a tener concreciones e intensida­
des distintas. Por un lado, y como elemento 
nuclear, se trata de potenciar la empleabili­
dad femenina, mediante los mecanismos más 
habituales: esto es, a través del impulso a la 
formación y a la capacitación profesional de 
las mujeres, así como de la mejora de los me­
canismos de intermediación en el mercado 
laboral con medidas, por ejemplo, destinadas 
a dotar al personal técnico del INEM de la ca­
pacitación necesaria en materia de igualdad 
para identificar y (re)orientar las demandas 
de empleo de las mujeres. Por otro lado, el 
reconocimiento de la aportación femenina a 
través del trabajo doméstico y familiar, en es­
pecial del trabajo de cuidado de las personas, 
y sus efectos sobre la disponibilidad laboral 
femenina, se traduce en la necesidad de am­
pliar esa disponibilidad mediante un progra­
ma de empleo público “dirigido a identificar 
y proponer nuevas respuestas a las deman­
das sociales en los ámbitos del cuidado de las 
personas y de la calidad de vida”, tal como se 
indica en el artículo 3.7 del PIOM. Objetivo y 
líneas de actuación menos precisas que ilus­
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tran la debilidad del impulso a las políticas de 
bienestar que va a caracterizar el modelo de 
bienestar español. 

Como aspectos complementarios, en el eje 
dedicado a “aplicar y desarrollar la legislación 
igualitaria”, se promueve el estudio de la apli­
cación del principio de igualdad y de no discri­
minación en la negociación colectiva, el estu­
dio de la clasificación nacional de profesiones 
con objeto de adaptarlas al principio de “igual 
salario para trabajo de igual valor”, junto a 
la propia revisión del concepto de “igual tra­
bajo” por el de “trabajo de igual valor” en el 
Estatuto de los Trabajadores o al incremento 
del recurso a las autoridades laborales, véa­
se Inspección laboral y Dirección general de 
trabajo, para velar por el cumplimiento del 
principio de no discriminación, incluidas las 
discriminaciones indirectas. Mención aparte 
merece la medida prevista para que las ba­
jas por maternidad sean consideradas como 
bajas específicas, distintas de la “incapacidad 
laboral transitoria”. Una iniciativa que en la 
actualidad, en pleno debate sobre la corres­
ponsabilidad, puede parecer como propia de 
un pasado remoto, pero, probablemente, esa 
consideración de la maternidad como “incapa­
cidad laboral” o como fuente potencial de ab­
sentismo laboral femenino, quizá no esté tan 
lejos de algunos imaginarios sobre el empleo 
femenino hoy en día. 

Cabe recordar que, según datos de la EPA, 
la tasa de actividad femenina en el primer 
trimestre de 1990 era del 37,4%, frente a un 
valor de 70,2% en el caso masculino, propor­
ciones que van a concretarse en un 42,0% y en 
un 67,4%, para mujeres y hombres, respecti­
vamente, en el mismo trimestre de 1995. Sin 
embargo, durante este periodo, las tasas de 
paro femenino pasan del ya elevado 25,04% 
en el primer trimestre de 1990 al 31,62% en 
el mismo trimestre de 1995; unos valores que 
casi doblan la tasa de paro masculino para 
el mismo periodo (12,3% en 1990 y 18,5% en 
1995) y que, en buena medida, son también 
reflejo del impacto del paro de larga duración 
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sobre las mujeres (Torns, Carrasquer y Rome­
ro, 1995). De hecho, el tránsito de la inacti­
vidad al paro y al paro de larga duración va 
a caracterizar la trayectoria laboral de buena 
parte de las mujeres activas que protagonizan 
el cambio en el comportamiento laboral feme­
nino desde mediados de los ochenta, siendo 
un rasgo que caracteriza el empleo femenino, 
en particular en los modelos de empleo del sur 
de Europa (Cebrián y Moreno, 2008; Torns, 
Carrasquer, Moreno y Borràs, 2013). 

En definitiva, el II PIOM nos sitúa en el 
terreno de la no discriminación y de la acción 
positiva, de conocer y de sensibilizar más 
que de actuar, mientras que las actuaciones, 
de proponerse, se centran en la mejora de 
los niveles de empleo femenino, entendiendo 
que la formación es clave para ello. El traba­
jo doméstico y de cuidados se identifica como 
aportación y, al mismo tiempo, como rémora 
para la disponibilidad laboral femenina y que 
superar tal situación va a exigir actuaciones 
de carácter estructural que van más allá del 
ámbito específico del empleo (Varella, 2000). 

3.1. 2. La consolidación (1997-2006) 

Esta segunda etapa se caracteriza por la 
armonización con las directrices europeas en 
materia de empleo y de igualdad, donde el im­
pulso a la presencia femenina en el mercado 
laboral juega un papel nuclear (Moltó, 2005). 
Objetivo que, de acuerdo a las orientaciones 
europeas, va a ir acompañado por el desa­
rrollo de políticas de conciliación de la vida 
laboral y familiar. Es la etapa de cambio for­
mal en el desarrollo de políticas de igualdad, 
asumiendo la idea de gender mainstreaming o 
transversalidad de género suscrito en la Con­
ferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en 
Beijing en 1995. En esta etapa se incluyen el 
III y IV PIOM, abarcando el periodo de 1997 
a 2006. 

El III PIOM (1997-2000) ejemplifica ese 
cambio de rumbo, tanto en los contenidos 
como en las formas de promover la igualdad. 
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Este cambio supone pasar de la idea de “ac­
tuaciones o políticas específicas” a favor de las 
mujeres, a la introducción de la dimensión de 
género como elemento consustancial al con­
junto de las políticas, incluidas las políticas 
de empleo. El III Plan combina ambos tipos 
de medidas. En lo que respecta al empleo, este 
cambio de orientación no supone, sin embar­
go, grandes cambios en cuanto a los objetivos 
previstos en el II Plan. Se insiste en la orien­
tación y capacitación profesional de las mu­
jeres, en la sensibilización de los organismos 
encargados de la mediación en el mercado la­
boral, así como en el estudio de las barreras 
que impiden la plena incorporación femenina 
al empleo. En este sentido, en el Plan se abor­
da, a través de una línea de actuación especí­
fica, la cuestión de la conciliación de la vida 
familiar y laboral, como forma de encarar al­
gunas de esas barreras, con aspectos que van 
desde el impulso de reformas en la legislación 
que impidan el despido de las trabajadoras 
por embarazo o durante el periodo de baja por 
maternidad, a la adecuación a la normativa 
europea en esta materia. Como veremos más 
adelante, la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, 
para promover la conciliación de la vida fa­
miliar y laboral de las personas trabajadoras 
(LC 39/1999) pretende afrontar esas cuestio­
nes. A estas preocupaciones se añade el im­
pulso a la presencia femenina en las mesas de 
la negociación colectiva y en el propio Consejo 
Económico y Social, entre otros, con objeto de 
potenciar los contenidos y las demandas rela­
cionados con la igualdad de género, además 
de favorecer la presencia femenina en puestos 
de decisión. 

Por su parte, el IV PIOM se inscribe de lle­
no en la estrategia comunitaria de empleo y 
de igualdad de género en el empleo. Asume 
sus objetivos y terminología. También supo­
ne continuidad con los planes anteriores. En 
materia de empleo, se plantean, pues, tres 
grandes objetivos: impulsar la incorporación, 
permanencia y promoción de las mujeres en 
el mercado laboral, con énfasis en la cualifi­
cación y la formación; promover el espíritu 
emprendedor y la actividad empresarial de 
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las mujeres; y eliminar las barreras que im­
pidan o dificulten el acceso y permanencia 
de las mujeres en el mercado laboral. Como 
novedad respecto a los planes anteriores, la 
mayor insistencia en la cuestión del fomento 
de la capacidad emprendedora de las mujeres, 
así como el abordaje de discriminaciones indi­
rectas como la discriminación salarial (ya pre­
sente en planes anteriores) o el acoso sexual. 
En el diseño de este plan destaca la identifica­
ción de los organismos encargados de cumplir 
con los objetivos y líneas de actuación previs­
tas, con la finalidad de poder identificar mejor 
los puntos fuertes y los puntos débiles en el 
proceso de implementación de las medidas y 
en la evaluación del propio plan. Sin embar­
go, se sigue trabajando más en términos de 
sensibilización que de aplicación efectiva del 
principio de igualdad de oportunidades (Insti­
tuto de la Mujer, 2005). 

3.1.3. El impulso a la igualdad en tiempos de 
crisis 

Finalmente, una tercera etapa marcada 
por dos cuestiones que van a incidir en el de­
sarrollo de las políticas de igualdad de opor­
tunidades entre hombres y mujeres en el em­
pleo. Por un lado, la promulgación de la LOI 
3/2007, verdadero programa de declaración de 
intenciones sobre cómo encauzar la igualdad 
entre mujeres y hombres en España y, por 
otro, el inicio de la crisis y de los cambios so­
cioeconómicos a ella asociados, que va a mar­
car tanto el despliegue de la Ley de Igualdad, 
como el conjunto de programas de igualdad, 
hasta hoy. Es la etapa de acentuación de ob­
jetivos más cualitativos, como la segregación 
ocupacional, de emergencia del concepto de 
corresponsabilidad entre géneros y de una 
lectura de la relación con el empleo que in­
corpora la idea de trayectoria de vida. A esta 
etapa corresponden los Planes estratégicos de 
Igualdad de 2008-2011 y el vigente de 2014­
2016. 

El Plan Estratégico de Igualdad de Opor­
tunidades (2008-2011), es deudor de la apro­
bación de la LOI 3/2007. Una ley que supone 
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un cambio de rumbo en las actuaciones en 
materia de igualdad en España. En este texto 
se establecen las bases para la promoción y 
transmisión de valores igualitarios y de equi­
dad social entre hombres y mujeres en múl­
tiples aspectos y dimensiones, incluido el del 
empleo. Dicha ley se centra en la transmisión 
del concepto de igualdad para el conjunto de 
políticas públicas en España, sean estatales, 
autonómicas o locales. En su articulado se es­
tablecen las características de los principios 
de igualdad, mientras que es en la sucesión 
de disposiciones donde se modifican las nu­
merosas leyes previas que aparecen en el tex­
to. Por primera vez, se insta a las empresas a 
actuar en materia de igualdad y a coordinar 
esas actuaciones a través de “planes de igual­
dad”, como ya sucedía a nivel territorial. De 
ese modo se abre un campo de actuación, la 
empresa, donde los distintos actores pueden 
intervenir para definir, controlar y evaluar las 
medidas que se lleven a cabo. 

En relación al empleo se observa el segui­
miento de los objetivos europeos en la mate­
ria, siempre presididos por la idea de mejorar 
la empleabilidad femenina y de activación, 
que incluye el impulso a la capacidad em­
prendedora de las mujeres. Como en la etapa 
anterior, la igualdad salarial merece atención 
específica. Asimismo, se apunta la necesidad 
de velar por un uso equitativo del contrato a 
tiempo parcial entre hombres y mujeres. La 
novedad es la idea de corresponsabilidad en 
relación al trabajo doméstico y familiar que 
acompaña, sin suplantar, la idea de concilia­
ción como apuesta necesaria para conseguir 
la igualdad de oportunidades en el empleo. 
Ello significa incorporar a los varones en el 
foco de atención de las políticas de igualdad. 

Después de casi tres años sin un programa 
marco de actuación, el vigente Plan Estratégi­
co de Igualdad de Oportunidades (2014-2016) 
retoma los objetivos de fondo ligados al em­
pleo. Desde un punto de vista formal, el Plan 
se estructura en 7 ejes de actuación clave. 
Los dos primeros se refieren al empleo y a la 
conciliación y la corresponsabilidad. Tal como 
se puede apreciar en el Cuadro 1, se intuyen 
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novedades en cuanto a la toma en considera- gresos femeninos dentro del hogar-familia o 
ción tanto del papel y la responsabilidad de de la repercusión del trabajo a tiempo parcial 
los hombres en el trabajo doméstico y de cui- en los sistemas de protección social y en el ac­
dados, así como en la necesidad de estudiar el ceso femenino a los mismos. Está por ver cuál 
impacto que la fiscalidad tiene sobre los in- puede ser su desarrollo. 

CUadRO 1. LOS PLANES DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN ESPAñA Y SUS
 
OBJETIVOS EN MATERIA DE TRABAJO Y EMPLEO
 

Plan y Vigencia Objetivos en relación al trabajo y al empleo 
I Plan de Igualdad de 
Oportunidades (1988-1990) 

Adecuación de la normativa a los principios de igualdad y no discrimi­
nación 

II Plan de Igualdad 
(1993-1995) 

Avanzar desde la igualdad formal hacia la igualdad real, a través de 
acciones positivas. Énfasis en equilibrar la presencia cuantitativa y cua­
litativa de las mujeres en el empleo. Importancia formación (adscripción 
a la red europea IRIS). Importancia a la creación de servicios que faci­
liten presencia femenina en empleo. Fomento del debate entre empleo, 
desarrollo local y calidad de vida. 

III Plan de Igualdad de 
Oportunidades (1997-2000) 

De acuerdo con los objetivos de Beijing: Introducción de los conceptos 
de mainstreaming y de transversalidad. Fomento presencia en empleo. 
Promover actividad empresarial. Impulsar cambios y transformaciones 
estructurales que favorezcan presencia, permanencia y promoción. Con­
ciliación de la vida laboral y familiar para hombres y mujeres. Programa 
ÓPTIMA. 

IV Plan de Igualdad de 
Oportunidades (2003-2006) 

De acuerdo con la Estrategia Marco Comunitaria sobre la Igualdad en­
tre hombres y mujeres (2001-2005), con respecto al empleo se definen 
tres grandes objetivos: Impulsar la incorporación, permanencia y pro­
moción de las mujeres en el mercado laboral, con énfasis en cualificación 
y formación; promover el espíritu emprendedor y la actividad empresa­
rial de las mujeres; eliminar las barreras que impidan o dificulten el ac­
ceso y permanencia de las mujeres en el mercado laboral (acoso sexual). 
Como séptima línea de actuación, un capítulo dedicado a la conciliación. 
Programa EQUAL. 

Plan Estratégico de Igualdad 
de Oportunidades (2008-2011) 

Se recogen expresamente los principios rectores de la Agenda Renovada 
de Lisboa y de la Estrategia Europea de Empleo. Así, el segundo eje de 
actuación dedicado al empleo contempla: Fomento de la empleabilidad, 
la calidad en el empleo y la igualad salarial. Velar por igualdad de opor­
tunidades y fomento de la responsabilidad social en las empresas. Pro­
mover la iniciativa emprendedora y el empoderamiento. Aparece, como 
tercer eje de actuación del plan, la idea de corresponsabilidad que, en el 
campo laboral, implica promover un nuevo modelo de RRLL y de empleo 
de calidad que facilite la corresponsabilidad. 

Plan Estratégico de Igualdad 
de Oportunidades (2014-2016) 

Se definen 7 ejes principales de intervención. Los cinco primeros corres­
ponden a actuaciones sectoriales (igualdad en el empleo, conciliación y 
corresponsabilidad, violencia, participación en órganos de decisión, edu­
cación) mientras que los dos restantes, fijan actuaciones transversales. 
En relación al empleo, además de los consabidos objetivos ligados a la 
presencia en el mercado laboral, se añade el estudio del impacto del 
doble ingreso (fiscalidad) y del tiempo parcial (prestaciones sociales). Se 
mantiene la brecha salarial como objetivo prioritario, así como el impul­
so al emprendimiento. En cuanto a la conciliación y la corresponsabili­
dad, los objetivos se enmarcan en el Plan Integral de Apoyo a la Familia. 
Además de medidas de sensibilización, se insiste en el impulso a medi­
das de conciliación en las empresas, al impulso a la corresponsabilidad 
y de un mejor balance en los usos del tiempo. 
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Fuente: Elaboración propia. 
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3.2.	 las políticas de conciliación o el 
impulso hacia la disponibilidad 
femenina 

Mención aparte merecen las actuaciones 
en relación a las políticas de conciliación. Ta­
les políticas se inscriben en el desarrollo de 
la Estrategia europea de empleo (acuerdo del 
Consejo extraordinario sobre el empleo de 
Luxemburgo de noviembre de 1997 y Consejo 
de Cardiff de junio de 1998). Tales acuerdos 
debían propiciar un aumento de la participa­
ción femenina en el mercado laboral, median­
te el desarrollo de políticas de igualdad y de 
políticas de conciliación de la vida laboral y 
familiar que debían contar con un doble eje de 
actuación: el desarrollo de permisos laborales 
y servicios orientados al cuidado de las perso­
nas. Como resultado de dichos compromisos, 
en España se aprueba la Ley 39/1999, de 5 
de noviembre, para promover la conciliación 
de la vida familiar y laboral de las personas 
trabajadoras. Su articulado incluye una se­
rie de modificaciones de diferentes disposi­
ciones legislativas previas, con el objetivo de 
establecer el escenario normativo general con 
respecto a la conciliación de la vida familiar 
y laboral, tanto para los casos de nacimiento, 
adopción y/o acogimiento como para los casos 
de cuidado de familiares dependientes, ade­
cuando la normativa española a la europea. 

Desde su aprobación, la LC 39/1999 suscitó 
reservas (para una síntesis, véanse los núme­
ros monográficos de las revistas Cuadernos 
de Relaciones Laborales, nº 23, vol.1, de 2005 
y de Papers. Revista de Sociologia, nº 83, de 
2007). Las principales tienen que ver con dos 
cuestiones. Por un lado, su clara orientación 
hacia el colectivo femenino y su visión del mo­
delo familiar en que se inscribe (Quintanilla, 
2005), focalizando su atención a las “madres 
que trabajan”, por emplear el adecuado título 
de Tobío (2005), sin acertar a situarlo entre 
las relaciones de género y de empleo (Prieto, 
2007). Por otro lado, el grueso de las medi­
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das consisten en permisos laborales plantea­
dos de modo que no permiten afrontan ni la 
sincronía que preside el trabajo femenino ni 
los imprevistos que acompañan al trabajo de 
cuidados (Torns, Borràs y Carrasquer, 2003­
2004). Unas críticas que persisten en el con­
texto europeo2, a pesar de la diversidad de 
políticas concretas adoptadas. 

Algunos de los aspectos más controvertidos 
han sido revisados por normas posteriores. La 
propia LOI 3/2007, introduce la creación del 
derecho exclusivo de paternidad de 13 días, 
además de la nulidad de los despidos en casos 
de maternidad, paternidad, embarazo, etc., y 
mayores prestaciones económicas en determi­
nados supuestos (p. e. en caso de riesgo por 
embarazo). Destaca, en este sentido, el cambio 
de discurso respecto a la LC 39/1999. Así, en 
la exposición de motivos se reconoce “el dere­
cho a la conciliación de la vida personal, fami­
liar y laboral y se fomenta la corresponsabili­
dad entre mujeres y hombres en la asunción 
de obligaciones familiares”. De ese modo, el 
nuevo redactado asumiría una de las princi­
pales críticas formuladas a la LC 39/1999: la 
de considerar, de hecho, que las políticas de 
conciliación se dirigían a un colectivo (las mu­
jeres) con vistas una cuestión específica (la 
maternidad). Un aspecto que la Ley 9/2009, 
de 6 de octubre, pretendía reforzar al recoger 
de forma expresa los objetivos de la Disposi­
ción transitoria novena de la LOI 3/2007. Es 
decir, la Ley 9/2009 introduce la ampliación 
del permiso de paternidad a cuatro semanas, 
aunque su entrada en vigor se ha visto apla­
zada sine die por razones de índole económico. 

Todo este dispositivo supone un aumento 
de la variedad y cantidad de algunos de los 

2 Véase, por ejemplo, el editorial de Gregory y Milner, 
“Work–life Balance: A Matter of Choice?”, en el monográ­
fico de Gender, Work and Organization. Vol. 16 No. 1, pp. 
1-13, o el también monográfico de Travail, Genre et Socié­
tés, nº 24, justamente titulado “Maudite conciliation”. 



REVISTA DEL MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL    116 86 

ESTUDIOS 

   
  

 

  

 

 
  

 

  

   
 

 
 

  
 

 

 
 

 
 

 
 

  

  

 

  

  

  
  

  
 

 

 
 

 

 

 
 

   

  

  
 

 

   
 
 

 

 
 

 
 

 
  

permisos (maternidad, paternidad, lactancia, 
excedencia, adopción,...), entre los que desta­
ca el tratamiento al permiso de paternidad, 
así como una mayor opcionalidad (materni­
dad-paternidad, lactancia, excedencia) a la 
hora de atender las responsabilidades fami­
liares de los trabajadores y trabajadoras que 
se recoge en el conjunto de la legislación sobre 
conciliación. 

En relación a este último punto, esa mayor 
opcionalidad puede suponer, en primer lugar, 
un mayor riesgo de poca implicación del padre 
(en caso de nacimiento o adopción), dejando 
en exclusiva la responsabilidad (carga respec­
to al mercado de trabajo) al colectivo femeni­
no. En segundo lugar, se puede dar una mayor 
posibilidad de conflictos con la empresa a la 
hora de pactar los horarios, jornadas, etc. De 
hecho, en la norma subyace el discurso de que 
la conciliación se concibe como una actuación 
individual, dejando a la mano de obra en una 
posición débil respecto a la empresa (Gibert, 
Lope y de Alòs, 2007). Para el caso de la ma­
ternidad-adopción, en el texto queda claro que 
dicha responsabilidad individual recae sobre 
las trabajadoras. 

Siguiendo el discurso, hay una clara y des­
igual responsabilidad en el cuidado de hijos 
entre hombres y mujeres. La LC 39/1999 no 
contempla el permiso de paternidad como tal. 
Éste existe en tanto que “utiliza” parte del 
permiso de maternidad, dejando la decisión 
de la utilización de dicho permiso a la decisión 
personal y privada de las propias familias. No 
es hasta la LOI 3/2007 y la Ley 9/2009, que 
aparece el concepto de permiso de paterni­
dad (ver Cuadro 2). Aún así, la duración del 
mismo resulta claramente inferior al de ma­
ternidad. En este sentido, la maternidad es 
concebida en el texto como un objetivo de sa­
lud pública, por encima de un objetivo de re­
producción social dentro de unos parámetros 
de igualdad de género. Esto es, la conciliación 
por nacimiento se concibe para la madre como 
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una obligación, por motivos de salud, mien­
tras que la conciliación por nacimiento para 
el padre se concibe como un derecho. En parte, 
esta desigual concepción genera, a su vez, una 
desigual (dis)posición frente al mercado de 
trabajo. En caso de nacimiento, para las mu­
jeres es obligado conciliar, mientras que para 
los hombres es una elección. Es una visión 
productivista y reproductora de la división 
sexual del trabajo que poco contribuye a la 
igualdad de género: “Si estas políticas se con­
centran en regular permisos, reducciones de 
jornada y excedencias laborales que asumen 
ante todo las mujeres, y si el tiempo liberado 
de la actividad laboral se dedica por ellas al 
cumplimiento de su rol de dispensadoras de 
cuidados, cabe preguntarse si tales políticas 
están contribuyendo a la reproducción de la 
división sexual del trabajo, más que a modi­
ficarla estructuralmente” (Ministerio de Tra­
bajo e Inmigración, 2010:49). En realidad, a 
los diferentes permisos y coberturas no se les 
acompaña ninguna medida de promoción de 
igualdad de género. Hasta la Ley 9/2009, no 
se recoge una directriz de fomento de la pro­
moción de igualdad entre hombres y mujeres 
que apunte hacia un cambio de cultura res­
pecto a la conciliación. Por el momento, los pa­
dres se acogen al permiso de paternidad, pero 
ello no contribuye en demasía ni a un cam­
bio de fondo en el papel de padre o de madre, 
aunque algo de ello haya cambiado en España 
(Tobío, 2012) ni, sobre todo, al cambio en la 
percepción de la maternidad (y los cuidados, 
en general) como un coste para las empresas. 
Por último, los derechos respecto al cuidado 
de personas dependientes (entendiendo éstas 
más allá de los hijos menores de edad) apare­
cen muy poco desarrollados en las leyes. Este 
tipo de cuidado se ve como algo secundario y, 
por tanto, poco protegido desde el punto de 
vista laboral y legislativo. Una limitación que 
se traslada al terreno de las empresas, cuyas 
actuaciones, de haberlas, también han estado 
centradas en el cuidado de los hijos e hijas. 



 
  

 

 
 

 

 
  

  

 

 
 

  

  

 

 
  

  

 

 

  
 

 

  
 

  
 

      

 

PILAR CARRASQUER, CAROLINA RECIO y JOAN RODRÍGUEZ-SOLER 

CUadRO 2. PERMISOS DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD EN ESPAñA. 2007-2012 

Tipo de permisos 2007* 2008 2009 2010 2011 2012 

Permisos Paternidad 173.161 279.756 273.024 275.637 269.715 245.867 

Permisos maternidad/ 
paternidad 

331.642 359.160 340.512 332.557 324.405 298.732 

Percibidos por la madre 326.438 335.585 334.786 326.752 318.607 293.704 

Percibidos por el padre 5.206 5.575 5.726 5.805 5.798 5.028 

(*) Los datos del permiso de paternidad para 2007 no son comparables con los de los años siguientes ya que están recogidos 
a partir del 24 de Marzo, día de entrada en vigor de la LOI 3/2007. 

Permiso de paternidad: permiso de 13 días recogido en la LOI 3/2007. 
Permiso de Maternidad/paternidad: 16 semanas, las 6 primeras son obligatorias para la madre, las otras 10 se pueden 

ceder al padre. 
Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social. 

Cabe señalar que todo este entramado nor­
mativo ha tenido un desarrollo especial en un 
sector en particular, la Administración Públi­
ca, estatal y autonómica, a través de regula­
ciones específicas, como el Plan de Igualdad 
de Género en la Administración General del 
Estado, aprobado por Consejo de Ministros 
de 4 de marzo de 20053, o el Plan CONCILIA 
de 2006, dirigido a los trabajadores y tra­
bajadoras de la Administración general del 
estado, que amplían lo contemplado en las 
normas generales. A destacar, en el caso del 
Plan CONCILIA que, entre otras medidas, 
apuesta por el teletrabajo como fórmula para 
mejorar la combinación del trabajo domésti­
co y del empleo, aparte de otras relacionadas 
con la flexibilización de la jornada laboral o 
los permisos para el cuidado de hijos/as, per­
sonas mayores y personas dependientes. En 
realidad, desde el II Plan de Igualdad, la 
Administración pública se presenta como un 
buen banco de pruebas de las políticas desa­
rrolladas en España en materia de igualdad 

Orden PRE/525/2005, de 7 de marzo, por la que se da 
publicidad al Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se 
adoptan medidas para favorecer la igualdad entre mujeres 
y hombres. 
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de oportunidades y de conciliación. Dadas las 
características del empleo en este sector (ma­
yor estabilidad, a pesar de su tendencia hacia 
la contratación temporal, garantías, etc.) se 
podría argumentar que el alcance y la capaci­
dad de disfrutar de los beneficios de las políti­
cas de conciliación (y quizá de las de igualdad) 
sean comparativamente mayores con respecto 
a las empresas privadas. En particular, las pe­
queñas y medianas empresas y/o los sectores 
más feminizados. Algo que dada la presencia 
femenina en dicho sector abundaría en la po­
sible idea de una cierta polarización del em­
pleo femenino en España. 

En definitiva, las políticas de conciliación 
en España suponen una puesta al día de la 
normativa española en relación a los permi­
sos de maternidad y, en menor medida, de 
paternidad, así como una adecuación de la 
misma a los mínimos definidos desde la UE. 
El desarrollo de las políticas de conciliación 
como eje de las políticas europeas de empleo 
ha supuesto la visibilidad de esta problemá­
tica, pero en cierto modo también, su limita­
ción: se supeditan las políticas de conciliación 
a los objetivos de empleo. O, para expresarlo 
con mayor dureza, a unos objetivos de empleo 
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inscritos en el contexto de cuestionamiento 
del estado de bienestar y bajo la presión que 
supone el envejecimiento de la población en 
Europa (Stratigaki, 2004; Mcinnes, 2005). Las 
respuestas a esa tensión han sido variadas, 
poniendo en juego específicas configuraciones 
en la relación entre familia, mercado y esta­
do. Como apunta Stratigaki, el desarrollo de 
las políticas de conciliación en cada uno de los 
Estados miembro de la UE se produce en el 
marco de los distintos gender orders propios 
de cada país. En el caso español, eso significa 
ubicarse en el marco de los modelos medite­
rráneos de empleo y bienestar. 

3.3. Un balance agridulce 

En términos generales, el balance de las 
actuaciones es agridulce. Astelarra (2005) dis­
tingue tres ejes de actuación en las políticas 
de igualdad: el de mejora del conocimiento y 
de sensibilización sobre la cuestión, el de ac­
tuación directa sobre las discriminaciones y 
el de favorecer la creación de un tejido asocia­
tivo capaz de promover y vehicular las actua­
ciones. Su análisis de las actuaciones llevadas 
a cabo hasta el año 2000 muestra que la ma­
yoría de ellas se inscribirían en el primer eje, 
mientras que el menos atendido y efectivo se­
ría el segundo de ellos. En otras palabras, se 
insiste en poner el tema en la agenda política, 
de algún modo con éxito, pero fallarían las ac­
tuaciones capaces de modificar el statu quo y 
de mejorar la igualdad de oportunidades (Va­
rella, 2000). 

Otras autoras apuntan que los límites na­
cen unos de la propia definición de la estrate­
gia europea (Moltó, 2005), muy dirigida por 
la política neoliberal de crecimiento económi­
co que impera en los discursos y actuaciones 
europeas, y los otros provienen de la propia 
tradición patriarcal de la sociedad española, 
un contexto poco favorable para emprender 
actuaciones en pro de la igualdad real (Lom­
bardo, 2003). En definitiva, el objetivo pasaba 
por movilizar a las mujeres hacia el mercado 
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de trabajo, pero sin tener en cuenta las condi­
ciones de los empleos en los que se inserían, 
ni otras esferas sociales dónde cabía interve­
nir para lograr sociedades más igualitarias 
(Lombardo 2003; Varella, 2000). En general, 
entre las estudiosas de las políticas de igual­
dad existe un cierto acuerdo sobre los motivos 
principales que explicarían el relativo fracaso 
de las PIOE. Una orientación centrada en la 
importancia del mercado es el rasgo distinti­
vo de las políticas de igualdad a nivel euro­
peo (Rubery et al. 2001; Rubery et al. 2004; 
Plantenga, Remery y Rubery, 2008; Rubery y 
Rafferti, 2013) – trasladadas posteriormente 
a nivel nacional – (Lombardo, 2003; Bustelo 
y Lombardo, 2007). Una orientación que per­
sigue unos objetivos concretos en materia de 
crecimiento económico pero que no logra inci­
dir en las causas de la desigualdad. Muchos 
ámbitos quedan fuera de las intervenciones 
propuestas o bien son abordados de manera 
muy limitada, por ejemplo la distribución del 
trabajo doméstico familiar entre hombres y 
mujeres. De hecho y sin menospreciar el al­
cance de las medidas en torno a la idea de 
“work and life balance”, el tiempo parcial fe­
menino se ha convertido en el principal medio 
de movilizar a la mano de obra femenina en 
Europa (Meulders, 2000), siendo un eficaz re­
productor de la división sexual del trabajo y 
de las relaciones de género. 

En un territorio más concreto, en la propia 
evaluación del III PIOM se apuntaban ya al­
gunos aspectos explicativos de los límites de 
las políticas de igualdad en el empleo. Prime­
ro, la insistencia en abordar la problemática 
sólo desde la oferta (formación y autoempleo). 
Segundo, las dudas respecto a la bondad de 
los programas específicos (sectoriales) en rela­
ción a los generales (más trasversales); unas 
dudas que se extienden hacia la viabilidad 
de mimetizar las políticas llevadas a cabo en 
otros países. Pero junto a esas consideracio­
nes, en tercer lugar, vale la pena señalar uno 
de los principales puntos débiles de este tipo 
de políticas: la posibilidad de que sean efec­
tivamente llevadas a cabo por los actores o 
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instituciones implicados. Dicho de otro modo, 
en lo que concierne al empleo, lo que marca la 
pauta de las políticas son las políticas de em­
pleo y no las políticas de igualdad (Instituto 
de la Mujer, 2005:5-6). 

En este sentido, se trata de unas políticas 
de empleo cuyas principales medidas adopta­
das durante la vigencia del III y del IV PIOM 
se han desarrollado en una triple dirección: 
la definición de las mujeres como colectivo 
prioritario en la formación ocupacional y en 
la formación continua; la del fomento a la 
contratación femenina indefinida, específica­
mente para determinados colectivos y supues­
tos; y la del reconocimiento de los permisos 
por maternidad derivados de la aprobación 
de la LC 39/1999 (Alujas, 2010). Actuaciones 
que si bien están en la línea de lo propuesto 
desde los PIOM, limitan su campo de inter­
vención sólo a los aspectos más comúnmente 
vinculados a la presencia “cuantitativa” en el 
empleo, pero no inciden ni en otros elementos 
más cualitativos (la segregación ocupacional) 
ni en otros considerados “extra-mercado” (el 
trabajo doméstico y familiar o el cuidado en 
sentido amplio). Unas limitaciones que no son 
exclusivas del caso español, sino que se apre­
cian en la propia estrategia europea, como 
bien explica Stratigaki (2004) para el caso de 
la conciliación de la vida laboral y familiar. En 
resumen, los PIOM o los Planes estratégicos 
de igualdad encuentran dificultades para ver 
plasmadas sus directrices, en particular pero 
no exclusivamente, en lo referido al empleo. 

Las conclusiones del Segundo informe del 
CES sobre La situación de las mujeres en la 
realidad sociolaboral española, de 2003, aler­
taban ya sobre esas limitaciones. En cuanto 
a la formación, destaca la menor inserción 
laboral de las mujeres, tanto en la forma­
ción reglada como en la ocupacional, en parte 
por la persistencia de la segregación en los 
itinerarios formativos y en el propio merca­
do laboral, con la excepción de la formación 
continua que parece ofrecer mejores resulta­
dos, aunque cuantitativamente la cobertura 
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de este tipo de formación sea limitada. En el 
campo del empleo, el título del propio informe 
para este epígrafe ya es significativo: “Luces 
y sombras en la mayor participación laboral 
de las mujeres”. Las luces vienen de la rea­
lidad de la mayor presencia femenina en el 
mercado laboral. Las sombras, de lo insufi­
ciente de esa presencia y de la persistencia de 
los rasgos estructurales de desigualdad de la 
misma. En ese momento, el balance situaba 
al empleo femenino lejos de los objetivos euro­
peos para 2010. Las recomendaciones en este 
sentido, se dirigían hacia la necesidad de re­
solver una cuestión de base: “la suficiencia de 
una política social que supliese, en el ámbito 
de los hogares familiares, el trabajo que hasta 
ahora recaía casi exclusivamente en las muje­
res” (CES, 2003: 247). Para ello, se ve necesa­
rio el impulso a políticas de conciliación que, 
en cualquier caso, como hemos señalado, han 
sido también insuficientes y/o abocadas prio­
ritariamente al colectivo femenino, además de 
las actuaciones encaminadas a la mayor pro­
visión de servicios vinculados con este ámbito. 

Como ya se ha apuntado, la promulgación 
de la LOI 3/2007 abría nuevos horizontes. Su 
enfoque integral de la igualdad, con su aten­
ción particular a las empresas, y partiendo 
de una lectura de la igualdad de género que, 
en mayor medida que en el pasado, incluye 
al género masculino como protagonista, pa­
recía ofrecer un marco capaz de propiciar un 
giro en las políticas. Unos años después de la 
aprobación de la ley ya se cuenta con diversos 
informes que evalúan el impacto de ese con­
junto de actuaciones, mostrando su alcance 
en las empresas y en la negociación colecti­
va (Añino, Aragón y Rocha, 2009; CES, 2011; 
CCOO, 2010 y 2012; Escudero, 2008; UGT, 
2011 y 2013; Valdés Dal-Re, 2011). 

Los dos Planes estratégicos de igualdad 
suscritos desde su aprobación, incorporan ese 
nuevo lenguaje. Sin embargo, en materia de 
empleo, de nuevo, son las políticas de empleo 
las que llevan la batuta de las actuaciones. 
Más si se tiene en cuenta la crisis y las respu­
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estas a la misma que desde 2007 orientan las 
políticas socioeconómicas en Europa. En este 
sentido, el objetivo de la igualdad de género 
parece haber quedado en un segundo plano, 
por más que todos los planes de empleo incor­
poren dicho objetivo en su enunciado. Queda 
por ver qué puede dar de sí el actual Plan Es­
tratégico, diseñado ya en plena crisis. 

En este sentido, el activo principal de lo 
hecho hasta ahora es la inclusión de la igual­
dad de género en la agenda de los interlocuto­
res sociales. Así mismo, la eclosión de la idea 
de conciliación y después de corresponsabili­
dad, aún con todas las reservas, permite “re-
situar” la consideración del empleo femenino 
(compromiso con el empleo, disponibilidad), 
si bien con notables diferencias según carac­
terísticas del empleo (público/privado; cua­
lificado y/o bien situado en la jerarquía em­
presarial o lo contrario, estable/inestable…). 
La legitimación de la empresa como terreno 
“directo” de intervención permite concretar 
las actuaciones allí donde también se dirime 
la igualdad de género en la actividad laboral. 
Como puntos débiles, cabe destacar las dificul­
tades de implementación de las directrices en 
materia de igualdad en los distintos niveles 
de gestión y de gobierno. También en el cam­
po de las relaciones laborales. En este caso, 
igualdad y empleo no suelen converger, como 
sucede con el impulso al trabajo a tiempo par­
cial femenino, hoy en aumento en España. 
Persiste la dificultad para actuar más allá del 
empleo y para implicar al género masculino 
en el trabajo doméstico y de cuidados. De ese 
modo se mantienen las “barreras” hacia una 
disponibilidad femenina en el empleo que si­
gue midiéndose bajo parámetros masculinos. 

4.	 LA PERCEPCIÓN DE LA IGUALDAD 
EN LAS EMPRESAS: AVANCES Y 
RESISTENCIAS 

Las empresas representan un territorio 
clave para el impulso de la igualdad de opor­
tunidades entre mujeres y hombres en el ám­
bito laboral. De ahí el interés en captar cómo 
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se percibe esa cuestión en uno de los niveles 
más importantes pero también habitualmen­
te menos permeables en relación a las políti­
cas de igualdad. Las empresas suelen ser un 
punto débil en la gobernanza de las políticas 
de igualdad en el empleo. En este sentido, la 
LOI 3/2007 proporcionaba una vía de mejora 
en dicha gobernanza al introducir un nexo de 
unión entre el diseño, el despliegue y la con­
creción de las políticas de igualdad, a través 
de los planes de igualdad en las empresas. 
Ello significaba poner a prueba la solidez del 
cambio en los discursos entorno a la igualdad 
observados en la sociedad española, en uno de 
los niveles básicos de actuación de las políti­
cas. 

En este sentido, por más que la igualdad 
de género ya esté presente en la negociación 
colectiva y en las empresas antes de la LOI 
3/2007, las entrevistas realizadas han puesto 
de manifiesto que, efectivamente, dicha Ley 
ha favorecido la toma en consideración de esa 
problemática, ya sea en los discursos de los 
agentes sociales ya sea en las prácticas con­
cretas en las empresas. Se percibe un cambio 
generalizado en los discursos de los actores 
sociales, aunque el alcance de las prácticas 
haya sido limitado y desigual. En este sen­
tido, se observan ciertos elementos comunes 
en los discursos de los actores sociales. Existe 
una aceptación y reconocimiento generaliza­
dos de las medidas de igualdad, aunque éstos 
se asientan sobre una confusión persistente 
entre políticas de igualdad (más difusas) y 
de conciliación (más identificables alrededor 
de la idea de “permisos”). Si bien se consta­
tan diferencias con respecto a las formas e 
intensidades a la hora de diseñar y aplicar 
las medidas concretas según el tipo de em­
presa (sector, tamaño, titularidad, presencia 
de hombres y mujeres en la plantilla) y según 
los distintos tipos de colectivos laborales (en 
una misma empresa, se justificará o no la po­
sibilidad de introducir medidas según la posi­
ción de éstos en la estructura de la empresa 
y de acuerdo con la organización del trabajo 
en cada ámbito y/o empresa estudiada). Todas 
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comparten una cierta contradicción entre dis­
cursos y prácticas. Asimismo se observa una 
gran similitud entre los discursos de la repre­
sentación laboral y la de las propias empre­
sas. Las medidas de igualdad y conciliación no 
parecen entrañar un grave conflicto entre las 
exigencias de unos y otros. 

4.1.	 Consenso en torno a la idea de la 
necesidad de actuar 

Todas las organizaciones analizadas asu­
men que la igualdad entre mujeres y hombres 
es un valor a fomentar. También se aprecia 
una concienciación general sobre la oportuni­
dad de introducir este tipo de medidas. Así, 
uno de los posibles logros de las políticas de 
igualdad es la ausencia de discusión sobre la 
idoneidad de pensar en soluciones para paliar 
la desigual posición de mujeres y hombres en 
el mercado laboral. La idea de igualdad se ha 
hecho un hueco en el imaginario colectivo en 
el campo de la gestión empresarial y de las 
relaciones laborales. 

En este sentido, parece observarse que la 
LOI 3/2007 ha tenido un reflejo claro en el 
mundo de la empresa. La obligatoriedad de 
impulsar planes de igualdad en determinados 
tipos de empresas, ha llevado el discurso de 
la igualdad a las mismas. Existen planes de 
igualdad y discurso sobre igualdad. Pero ello 
no parece apuntar, necesariamente, a cambios 
efectivos en materia de igualdad de oportuni­
dades en las empresas (exceptuando el tímido 
avance del permiso de paternidad). Aquello 
que parece ya afianzado son las medidas so­
bre conciliación, especialmente los permisos y 
una cierta flexibilización de la jornada labo­
ral, aunque estas medidas se perciban como 
idóneas sobre todo para las mujeres con objeto 
de facilitar “su” gestión cotidiana del trabajo 
doméstico y familiar. Ahora bien, todo parece 
indicar que este discurso sobre la igualdad se 
sitúa más en el campo de “lo políticamente co­
rrecto” que en el de la asunción efectiva de la 
igualdad, a través de prácticas transformado­
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ras en el seno de la empresa. En parte, quizá, 
por la falta de una apuesta decidida por una 
cuestión que, de hecho, sigue percibiéndose 
como ajena al ámbito laboral. De hecho, son 
las empresas quiénes están liderando el dis­
curso y la puesta en marcha de actuaciones 
sobre igualdad y conciliación, a través de los 
responsables de recursos humanos, enten­
diendo que promover la igualdad es una com­
petencia más en la gestión de la mano de obra. 
Mientras, los comités de empresa parecen ir a 
remolque de las iniciativas de las direcciones 
de empresa, y su capacidad y, a veces, también 
la voluntad de introducir cambios en las pro­
puestas empresariales, es más bien limitada, 
sea por falta de iniciativa o sea por falta de 
comunicación y de apertura de vías de nego­
ciación por parte de la dirección de empresa. 
En otras palabras, ante el relativo éxito del 
discurso de la igualdad, existen elementos 
que rebajan esta evaluación positiva. En más, 
a menudo el clima favorable a la implementa­
ción de las políticas responde a una estrategia 
de mejora de la imagen corporativa y no a una 
apuesta real por unas condiciones de trabajo 
y de empleo más igualitarias desde el punto 
de vista de género. 

“Le dije [la representante del CE al re­
presentante de la Dirección] que el plan 
de igualdad es obligatorio. Y me dijo: Sí, 
lo tenemos. A….pues ¿quién se ha ente­
rado? 

P: Porque en teoría el comité tiene que 
estar al corriente 

Claro, claro, sí. Pues no, no sabemos 
nada. Sé porque me lo dijo así, hablando 
por los pasillos de que está hecho, pero no 
tenemos notificación ninguna, ni hemos 
colaborado, o sea que está hecho pero no 
sabemos nada” (Miembro del comité de 
empresa de una gran empresa del sector 
de atención y cuidado de personas). 

“Siempre venían desde dirección. 
Entonces nosotros lo planteábamos y 
ellos [el comité de empresa] decían que 
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sí, que vale, que cualquier mejora para 
los trabajadores y para la empresa era 
bueno. Pero no era iniciativa del comité 
de empresa, ni por parte del comité de 
empresa ni por parte del comité de segu­
ridad y salud.” (Responsable de recursos 
humanos de una PYME del sector de la 
construcción). 

“Consideramos también que, ya que 
lo hacíamos (lo de la subvención es lo 
de menos, porque al final esto te lleva 
más trabajo que el dinero que te dan).... 
pero también es una cuestión de ima­
gen. Nosotros consideramos que hoy en 
día, también hay que aportar una bue­
na imagen. Igual que tenemos el sello 
de calidad o de medio ambiente, consi­
deramos que la responsabilidad social 
y, últimamente también la igualdad, es 
un trabajo distintivo en las empresas. Y 
ya que lo hacíamos pensábamos que era 
positivo.” (Responsable de recursos hu­
manos de una gran empresa del sector 
de la construcción). 

En cuanto a los posibles contenidos de po­
líticas de igualdad en la empresa, se aprecia 
una visión de la igualdad focalizada en los 
aspectos culturales y normativos, así como en 
aquellos ámbitos de actuación que se perciben 
como propios de las empresas. Así, en ocasio­
nes se justifica la no aplicación de determina­
das medidas, como por ejemplo las encamina­
das a paliar la segregación ocupacional, por 
considerar que responden a cuestiones ajenas 
a la empresa. Se ven como opciones formati­
vas y de orientación profesional distintas en­
tre hombres y mujeres, naturalizando dichas 
diferencias. En otros casos, se piensa senci­
llamente que el Plan de Igualdad no ha su­
puesto ningún cambio porque sólo ha servido 
para poner por escrito aquello que ya se esta­
ba haciendo, por lo común, medidas de conci­
liación, sin mayor reflexión ni evaluación de 
su impacto en términos de igualdad. Se trata 
de algo que la empresa tiene la obligación de 
hacer, pero se percibe como un trámite. En 
cualquier caso se adoptan aquellas medidas 
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que no suelen tener costes adicionales para la 
empresa, ni materiales ni humanos. 

“No, porque la empresa se rige por 
lo que marca directamente el puesto de 
trabajo. El puesto de trabajo determina 
muchas veces qué tipo de persona, si un 
hombre o una mujer. Lo que sí puedo de­
cir es que nosotros tenemos diplomados 
de enfermería que son hombres, auxilia­
res de enfermería que son hombres, en 
menor medida sí, es cierto, porque quizá 
no es tanta la demanda del sexo mascu­
lino en esta actividad” (Miembro del co­
mité de empresa de una PYME del sec­
tor de atención y cuidado de personas). 

En cambio, en relación a las políticas de 
conciliación, el discurso sobre lo realmente he­
cho parece menos difuso, y se reconocen prác­
ticas específicas ya aplicadas y afianzadas. 
La “lógica del permiso”, típica de las medidas 
de conciliación, permite su mejor identifica­
ción como práctica. En este sentido, cuando 
se trata de medidas relacionadas con la con­
ciliación, podríamos afirmar que la mayoría 
de empresas analizadas han implementado 
alguna medida específica, más allá de lo con­
templado en la normativa vigente. Se dibuja 
una confusión recurrente (o consciente) entre 
las medidas de igualdad y las de conciliación. 
En este sentido, las políticas de igualdad que 
se están aplicando a través de los planes de 
igualdad en las empresas, remiten a medidas 
relativas a permisos o a flexibilización jorna­
da laboral, actuaciones ya incluidas en las 
políticas de conciliación. Lo más frecuente es 
que se introduzcan pequeñas medidas que fle­
xibilizan las horas de entrada y salida, se am­
plíen los supuestos contemplados por la ley 
para acogerse a permisos puntuales para el 
cuidado de personas dependientes o, en pocos 
casos, se arbitren cambios en la organización 
de la jornada laboral para poder asistir a acti­
vidades formativas. 

“Tenemos una chica en esta misma 
planta. Ella entra más tarde porque tie­
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ne que llevar a los niños al colegio y, a 
cambio, pues esas horas las recupera el 
viernes por la tarde. Una de las medidas 
que adoptamos ya hace un tiempo fue 
que ajustamos el horario para los vier­
nes por la tarde no trabajar: fin de se­
mana más largo, puedes disfrutar de los 
niños desde el viernes por la tarde. Esto 
no está en el convenio.” (Responsable de 
recursos humanos de una gran empresa 
del sector de la construcción). 

De lo observado se deduce que la igualdad 
se sigue traduciendo en medidas de concilia­
ción concebidas y planteadas para el colectivo 
de mujeres: son ellas las que las solicitan y 
las que las disfrutan, cuando así lo permite la 
empresa y/o el lugar de trabajo que ocupan en 
la misma. Se sigue, pues, recurriendo al bino­
mio entre conciliación y mujeres en tanto que 
se las ve como responsables del trabajo repro­
ductivo. El tipo de medidas y el tipo de impac­
to previsto parece indicar, por tanto, que no se 
discute la división sexual del trabajo, sino que 
tan sólo se ponen las bases para que las mu­
jeres ocupadas puedan llevar más fácilmen­
te una doble carga de trabajo: el laboral y el 
trabajo doméstico-familiar. Por ello, el factor 
desencadenante para la aplicación de medi­
das de conciliación es la existencia de mujeres 
en las plantillas, puesto que estas medidas no 
son reclamadas ni por parte de los comités de 
empresa ni por parte de las direcciones de las 
empresas, ni tampoco por parte de los propios 
trabajadores masculinos, excepción hecha del 
permiso de paternidad de 13 días introducido 
por la LOI 3/2007. 

“Las mujeres, por lógica, se acogen 
más... las que solicitan más derechos son 
ellas, pero se entiende que este colectivo, 
en teoría, es el que lo necesita...” (Res­
ponsable de recursos humanos de una 
PYME del sector de la construcción). 

“El hecho de que la mujer coja la baja 
maternal ya está asumido, pero que el 
hombre se acoja, todavía no […] El por­
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qué los hombres no se acogen: Supongo 
que... por el tema del hombre, porque ya 
se lo coge la mujer [...] es una cuestión 
personal también, cada uno...” (Miembro 
del comité de empresa de una gran em­
presa del sector industrial). 

“Los hombres no suelen acogerse a 
las medidas... no existe ninguna medida 
en concreta para fomentarlo tampoco.” 
(Responsable de recursos humanos de 
una PYME del sector de la construc­
ción). 

En conjunto, se aprecia que las empresas 
no contemplan otro tipo de medidas que las 
señaladas. Aunque en algún caso se reconoce 
que impulsar la igualdad dentro de la empre­
sa exigiría afrontar otras estrategias, como 
por ejemplo, las destinadas a paliar la segre­
gación ocupacional, tanto vertical como ho­
rizontal, cosa que no sucede. Por ello, lo más 
significativo es que en la mayoría de casos las 
medidas finalmente aplicadas parecen estar 
lejos del sentido y significado de la igualdad, 
mientras que se consolidan las medidas que 
sitúan la conciliación en el núcleo de actua­
ción. 

4.2.	 límites y resistencias hacia 
las posibles actuaciones en las 
empresas 

Junto a esos aspectos comunes, debemos 
poner de relieve algunas diferencias entre 
las empresas analizadas, ya que se perciben 
formas distintas de lidiar con el tema de la 
igualdad y la conciliación en función de facto­
res como el tipo de empresa, la relación de la 
empresa con la Administración o el segmento 
laboral en que se sitúa el sector de actividad 
analizado. Asimismo, las diferencias pueden 
ser percibidas incluso en el seno de las pro­
pias empresas, donde se aplican distintas po­
líticas según el ámbito jerárquico o funcional 
de que se trate. 



REVISTA DEL MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL    116 94 

ESTUDIOS 

  

 
 

 
 

 

 
 

  

  

 

 

   

 

 
 

  

  

  
 

 
 

 
 

  

 

 

 

 

 
 

  
 

 
 

 

 

  
 

 
 

 
 

 

 

 
 

Un primer elemento distintivo lo ofrece el 
tamaño de la empresa. Sin duda, las grandes 
empresas tienen mayor capacidad de intro­
ducir medidas específicas, tanto de igualdad 
como de conciliación, además de constituir el 
centro de atención de la propia LOI 3/2007. 
Por otro lado, y más allá de dicha obligatorie­
dad para grandes empresas, la propia exis­
tencia de la ley ha podido impulsar acciones 
positivas en organizaciones con una plantilla 
inferior a 250 personas. Así ha sido en nues­
tro estudio, donde hemos detectado algunas 
empresas que, sin cumplir ese requisito, o 
bien habían aprobado un Plan de Igualdad o 
estaban en vías de realizarlo. En estos casos, 
la razón principal que explica este interés por 
los planes de igualdad se halla en el papel 
de la Administración pública. Este papel se 
refiere no sólo a la tutela que la Administra­
ción autonómica o local pueda ejercer sobre 
las empresas con sede en su territorio, sino 
también a su poder para exigir y/o incenti­
var la aplicación de políticas de igualdad en 
aquellas empresas que o bien son públicas 
o a las que la propia Administración contra­
ta obras o servicios. Así, por un lado, hemos 
constatado que allí donde existen canales de 
comunicación fluidos entre el tejido empresa­
rial y la Administración local, se ha producido 
un mayor avance en el desarrollo de planes de 
igualdad en las empresas. De forma más es­
pecífica, dicha influencia se acentúa cuando el 
Plan de igualdad supone un incentivo para la 
empresa. A este respecto destaca, por el ejem­
plo la valoración positiva de la existencia de 
un Plan de Igualdad a la hora de optar a los 
concursos públicos de adjudicación y concer­
tación de obras y servicios. 

“Esto nos interesa mucho, primero, 
porque es un logo más que podemos pu­
blicitar. Y aparte, en las licitaciones de 
obra, te puntúan más si tienes el dis­
tintivo de igualdad. Nosotros cuando 
presentamos obras a cualquier entidad, 
también mandamos nuestro plan de 
igualdad, los premios que hemos reci­
bido,... Y es cierto que cada vez que las 
administraciones te exigen más en este 
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sentido. Te lo puntúan. Este también es 
uno de los temas por los que tiras para 
adelante el plan de igualdad.” (Respon­
sable de recursos humanos de una gran 
empresa del sector de la construcción). 

El sector de actividad también parece expli­
car ciertas diferencias respecto al desigual de­
sarrollo de este tipo de medidas. Ya se ha visto 
que las empresas y sectores con gran presen­
cia masculina tienden a justificar la ausencia 
de actuaciones porque piensan que el tema no 
atañe al género masculino, pero también es 
posible encontrar sectores muy feminizados 
dónde se percibe una baja incidencia de las 
políticas de igualdad y de conciliación. Este 
es el caso de un sector tan feminizado como el 
de la atención a las personas, donde las plan­
tillas se componen casi en un 95% de mujeres. 
Resulta paradójico que en empresas dónde 
la presencia de mujeres es muy mayoritaria 
existan pocas medidas sobre igualdad y conci­
liación. A priori, y a juzgar por el conjunto de 
discursos, podría parecer que organizaciones 
con una alta presencia de mujeres tendieran 
a desarrollar más todo aquello que tiene que 
ver con planes y medidas de igualdad. Sin 
embargo, esto no ha podido ser constatado 
para sectores muy feminizados y sobre todo 
en aquellos dónde la precariedad laboral es 
la norma. Todo apunta que en sectores clara­
mente femeninos pero situados en segmentos 
precarios del mercado laboral español, no se 
están desarrollando de forma significativa 
políticas de igualdad ni beneficiándose de las 
de conciliación. Unas resistencias que, en esta 
ocasión, deben leerse también en clave de seg­
mentación del mercado laboral. Allí donde las 
condiciones laborales son precarias, las políti­
cas de igualdad y conciliación están ausentes, 
como en el sector de atención a las personas. 
No sólo es difícil pensar en medidas específi­
cas de conciliación, sino que las reivindicacio­
nes sobre la igualdad están ausentes de las 
demandas colectivas. 

“Te ponen un plan con un horario y 
ese es el que hay y punto, según lo que 
manda el servicio.” (Miembro del comi­
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té de empresa de una gran empresa del 
sector de atención y cuidado de perso­
nas). 

“¿Pero sabes cuál es el problema de 
conciliar aquí? Que el convenio lo puede 
regular, pero si a ti te están pagando 890 
euros y haces una jornada de cuarenta 
horas en un centro por las mañanas; con 
esto tienes que doblar. Si eres trabaja­
dora familiar, por la mañana a lo mejor 
trabajas vinculada a algún ayuntamien­
to y haces servicios, por la tarde haces 
servicios privados o vas a un geriátrico. 
Con lo cual lo de conciliar pues como 
que...que se cae. Porque incluso hay al­
gunas que hacen mañana, tarde y fines 
de semana. Aquí hay mucha mujer sola, 
con cargas familiares.” (Representante 
sindical autonómico del sector de aten­
ción y cuidado de personas). 

Respecto a las medidas específicas de con­
ciliación, también cabe señalar los límites 
que, a juicio de las empresas, impone la propia 
organización del trabajo. Es decir, la posibi­
lidad de pensar en mejoras topa con las es­
tructuras rígidas de organización del trabajo 
de las empresas y con cierta falta de voluntad 
de cambio de las mismas por parte de las di­
recciones empresariales. En menor medida, 
sucede lo mismo en relación a la organización 
de la jornada laboral, de los sistemas de pro­
moción y/o sistemas retributivos. Se trata de 
elementos que las empresas no suelen estar 
dispuestas a plantear y que los comités de 
empresa no parecen tener la necesidad o ca­
pacidad de negociar. 

“El convenio te admite o el contrato de 
jornada de mañana o jornada de tarde, 
y sobre todo jornadas que no son comple­
tas no se pueden partir. Si tú tienes una 
jornada de 30 horas no le hagas hacer 
unas horas de mañana y unas horas de 
tarde. Eso lo dice el convenio claramen­
te, sólo se pueden partir las jornadas que 
son completas. De 37 horas. 

M
ini

ste
rio

 d
e 

Em
ple

o 
y S

eg
ur

ida
d 

So
cia

l

P: ¿Y ahora están las partiendo todas? 

Ahora….a veces funciona como em­
presa y por lo tanto tiene que ser rentable 
la cosa, no? Yo lo veo así, ellos no lo ve­
rán así claro, pero tienen que dar salida 
a los horarios de todas las horas. Pero lo 
que no puedes hacer es tener a una per­
sona trabajando 4 horas por la mañana 
y hacerle que vaya de 7 a 9 a hacer un 
servicio de higiene y meterle en la cama. 
Y más con este salario.” (Miembro del 
comité de empresa de una gran empre­
sa del sector de atención y cuidado de 
personas). 

En este sentido, es común que las medidas 
más singulares o novedosas en el contexto de 
cada empresa, se apliquen sólo en determina­
dos departamentos de la misma (Carrasquer 
y Martín Artiles, 2005; Gibert et al., 2007). 
En general, estos departamentos suelen ser 
de carácter administrativo, técnico o de ges­
tión y dirección, con independencia del sector 
productivo al que pertenecen. Unos departa­
mentos que, por otra parte, ya suelen tener 
formas distintas de organización del trabajo y 
de fijación de la jornada laboral con respecto a 
los directamente productivos. Tal es el caso de 
las empresas industriales estudiadas, donde 
la organización del tiempo de trabajo en las 
secciones de administración y en las líneas de 
producción es totalmente distinta. Ahí don­
de predomina el trabajo administrativo (más 
feminizado) se ha generalizado la jornada 
partida, que admite fórmulas aparentemente 
sencillas para flexibilizar, hasta cierto punto, 
la jornada laboral, según las necesidades con­
cretas de las personas trabajadoras; mientras 
que en las líneas de producción (más mascu­
linizadas) se suele organizar la jornada me­
diante turnos rotativos, y se argumenta que 
es el funcionamiento de la maquinaria el que 
impone el ritmo y la organización de los tiem­
pos de trabajo. Por esa razón, las empresas ar­
gumentan que si bien el trabajo administra­
tivo puede ser susceptible de organizarse de 
distinta forma, existe una imposibilidad obje­
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tiva de insertar formas alternativas de orga­
nización de los turnos de las cadenas de mon­
taje. Pero esas consideraciones son válidas 
también para los sectores más feminizados. 
En el sector sanitario, también se apunta que 
el personal de administración tiene mayores 
facilidades que el personal de enfermería y/o 
personal médico, ya que las características y 
requerimientos del puesto de trabajo facilitan 
o entorpecen las posibilidades de aplicación 
de medidas más novedosas. En el caso del sec­
tor de atención a las personas, y especialmen­
te en actividades relacionadas con la ayuda 
domiciliaria, la pauta observada es parecida, 
puesto que las ventajas sobre permisos están 
supeditadas a las necesidades del servicio y 
de las disponibilidades y/o necesidades de los 
usuarios. 

“Además de oficinas, se aplica [la fle­
xibilidad] a la parte de taller que hacen 
horario partido, sí. Pero producción, nor­
malmente hacen de seis a dos o de dos 
a diez. Es más rígido, porque tienen sus 
horarios establecidos.” (Responsable de 
recursos humanos de una PYME del 
sector industrial). 

“[Sobre la aplicación de las medidas 
a toda la empresa (oficinas y obra)] No, 
no, no. Evidentemente no. No tiene nada 
que ver la parte de administración, que 
es donde hay más mujeres. La parte, di­
gamos, de oficina. Y el otro es la parte 
de pie de obra. Entonces, aquí se pueden 
hacer dos partes. La parte de adminis­
trativo, que es donde está todo el papeleo. 
Y la parte de producción, que es en la 
obra. Y a la obra, hay administrativas 
de obra, hay mujeres jefes de obra, arqui­
tectos (…) Todo el mundo produce, pero 
hay dos parcelas: la parte de papeleo y 
despacho y la parte de producción. Aquí, 
en la parte de producción últimamente 
[han] entrando bastante mujeres: jefe de 
producción, jefe de obra,... Aquí, en este 
apartado hay bastantes mujeres. Pero lo 
que es de encargado hacia abajo, todo es 
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hombre. Y de encargado hacia arriba, sí 
puede haber bastantes mujeres. Y la par­
te de las oficinas centrales, más todavía”. 
(Miembro del comité de empresa de una 
gran empresa del sector de la construc­
ción). 

Finalmente, hay que tener en cuenta que 
la crisis parece estar alterando las posibi­
lidades de desarrollo de estas políticas. Los 
discursos apelan a la situación económica 
actual cómo un freno a las mismas. Sin em­
bargo, esos argumentos sólo podrían tener 
sentido con respecto a aquellas medidas que 
exigiesen, por ejemplo, una mayor inversión 
en recursos humanos, mientras que, en rea­
lidad, ese tipo de restricciones no afectaría a 
otro tipo de actuaciones como las orientadas 
hacia la revisión de la jornada laboral o de los 
sistemas de promoción. 

“Para nosotros la crisis lo fue todo, 
porque a nivel departamental yo me que­
dé sin recursos para poder llevar a cabo 
todo lo que quería llevar a cabo con el 
plan de igualdad. Y la propia empresa, 
de estar reduciendo el personal de la ma­
nera que lo redujimos, pues la verdad es 
que no podía.” (Responsable de recursos 
humanos de una PYME del sector in­
dustrial). 

“Estas medidas se recogen en el día 
a día... hay un plan de igualdad que se 
está aplicando, pero claro, tal y como está 
el trabajo, si la empresa ha estado des­
pidiendo a gente, lo que no puede hacer 
es despedir a una persona para coger a 
otra por el hecho de buscar la igualdad... 
se está haciendo desde el año pasado el 
plan, y en ese aspecto, yo como miembro 
del comité, que soy el presidente, no veo 
ni he tenido ninguna queja de ninguna 
compañera mía, o de ningún compañero 
en ese aspecto.” (Miembro del comité de 
empresa de una gran empresa del sector 
de la construcción). 
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En definitiva, las medidas y políticas rea­
lizadas (y las que se considera deseable rea­
lizar) siguen estando preferentemente en el 
campo de las políticas de conciliación. Por 
ello las medidas finalmente desarrolladas se 
limitan a permisos laborales, excedencias y/o 
pequeñas concesiones en las horas de entra­
da y salida, por citar algunos de los ejemplos 
más extendidos, que, de hecho, no suponen un 
revulsivo de la forma tradicional de organi­
zar la jornada laboral, más allá de los hoy ya 
comunes vinculados a la lógica empresarial 
de la flexibilidad. La idea que orienta dichas 
actuaciones es la de hacer más compatible los 
tiempos de trabajo de las mujeres con hijos/as 
menores a cargo, desapareciendo de los dis­
cursos la problemática del cuidado de perso­
nas dependientes adultas y el propio colectivo 
masculino como colectivo diana de las mis­
mas. Las mujeres se siguen concibiendo como 
el único colectivo dispuesto a utilizar este tipo 
de derechos laborales, con el añadido de que 
ni los comités de empresa ni los gestores de 
recursos humanos parecen dispuestos a pro­
mover vías para que los hombres también 
perciban dichas políticas de conciliación como 
algo propio. 

“Todos los colectivos se acogen priori­
tariamente... bueno, se acogen más muje­
res que hombres, pero voluntariamente. 
No se llevan a cabo medidas para que 
los hombres se acojan más.” (Miembro 
del comité de empresa en la sanidad pú­
blica). 

“... la empresa que se subcontrató 
para hacer un estudio, elaboró encuestas 
entre todos los trabajadores para ver qué 
necesidades tenían los trabajadores... se 
tuvieron en cuenta los resultados, lo que 
pasa que en ellos se reflejaba que muchos 
trabajadores [la mayoría hombres], no 
veían como una necesidad el implantar 
medidas de igualdad, porque a veces yo 
creo que el tema de las medidas de igual­
dad se enfoca mucho desde el ámbito de 
género hombre-mujer, cuando también 
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puede tratarse, por ejemplo, de igual­
dad de salario en mismas categorías 
profesionales... pero eso no se le ocurre 
a las personas.” (Miembro del comité de 
empresa de una PYME del sector de la 
construcción). 

Así, la escasa innovación en las medidas 
realizadas y la continuidad con un modelo de 
políticas de conciliación orientado a las muje­
res avalan la limitada repercusión de este tipo 
de políticas en la división sexual del trabajo. 
Parece claro que el régimen de doble presen­
cia sigue siendo la norma social que explica 
el trabajo femenino, no discutiéndose, pues, la 
vigencia del modelo male breadwinner, salvo 
en lo que concierne a la propia aceptación del 
empleo femenino (Crompton, Brockmann y 
Lyonette, 2005). Quizá, como sostienen algu­
nas especialistas, las actitudes y las represen­
taciones en torno a la igualdad y a las relacio­
nes de género responden a los regímenes de 
género (Guo y Gilbert, 2012). 

En cuanto a otros tipos de medidas a favor 
de la igualdad de oportunidades, las actuacio­
nes se circunscriben a aquellas actuaciones 
que no implican cambios de fondo en el fun­
cionamiento de la empresa. Es el caso de la 
vigilancia en cuanto a un uso no sexista del 
lenguaje, una medida recurrente en los pla­
nes de igualdad de las empresas estudiadas. 
En cambio, sólo en una de ellas se ha llevado 
a cabo una tímida experiencia a favor de la in­
corporación de mujeres en un ámbito masculi­
nizado. Cabe puntualizar que, en este caso, tal 
actuación fue aplicada antes de la decisión de 
poner en marcha un plan de igualdad y que, 
en buena medida, esa iniciativa se produjo 
gracias a una cierta coordinación con las po­
líticas locales de igualdad desarrolladas en el 
territorio donde se ubica dicha empresa. Nue­
vamente, la importancia del territorio y del 
actor público (en este caso, la Administración 
local) como motor o tractor de actuaciones a 
favor de la igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres. 
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5. CONCLUSIONES 

Las políticas de igualdad y las políticas de 
conciliación han tenido y tienen unos efectos 
limitados de cara a paliar las desigualdades 
entre mujeres y hombres en el empleo. Hay 
más y, hasta cierto punto, mejores políti­
cas (planificación, diseño y posibilidades de 
evaluación) de modo que, bajo este prisma, 
las políticas y las normativas han tenido un 
efecto positivo. Pero su orientación, coordina­
ción con otras políticas como las de empleo y, 
sobre todo, su aplicación concreta, ponen en 
tela de juicio su éxito en términos de igualdad 
de oportunidades y de la mejora de la calidad 
del empleo y de la calidad de vida en el em­
pleo. Parafraseando el título del informe del 
CES (2003) ya mencionado, podría definirse el 
impacto de las políticas de igualdad como un 
proceso con algunas luces y muchas sombras. 
Las luces se refieren al desarrollo formal de 
las políticas, a su inclusión en la agenda de 
los actores y a la propia institucionalización 
de las mismas, a través de programas y orga­
nismos encargados de velar por la igualdad. 
Las sombras tienen que ver con su definición, 
su nivel de aplicación y su capacidad para me­
jorar no sólo los niveles de empleo femenino 
sino también su carácter más igualitario des­
de el punto de vista de género. 

Entre las posibles explicaciones, destacan 
tres tipos de factores. Primero, la propia defi­
nición de partida de dichas políticas. Segundo, 
su relativo alcance en el terreno del empleo y 
de las relaciones laborales, donde siguen sien­
do consideradas como un elemento secunda­
rio de las mismas. Tercero, la persistencia de 
unos imaginarios que siguen viendo la mano 
de obra femenina como peculiar y/o secunda­
ria, en relación a la masculina. 

El principal objetivo de las políticas de 
igualdad de oportunidades en el empleo ha 
sido el del aumento del empleo femenino. Así 
se contempla tanto en los PIOM como en los 
Planes Estratégicos posteriores. Un objetivo 
que hasta mediados los años noventa ha esta­
do connotado por el fenómeno del paro que ha 
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lastrado la incorporación de las generaciones 
de mujeres que entran al mercado laboral en 
las décadas de los ochenta y de los noventa 
en España. Desde la segunda mitad de los 
noventa y principios del 2000, el objetivo de 
empleo se inscribe ya en la lógica de la Estra­
tegia Europea de Empleo, asumiendo la idea 
de empleabilidad y activación como principios 
rectores de la misma. En los PIOM y en los 
Planes Estratégicos, ese objetivo cuantitativo 
de empleo aparece formalmente vinculado al 
desarrollo de políticas que faciliten la disponi­
bilidad laboral femenina, a través de políticas 
de conciliación, primero, y de corresponsabili­
dad, después, así como al reconocimiento de la 
necesidad de mejorar los servicios de atención 
a las personas. Sin embargo, el objetivo cuan­
titativo de empleo ha primado sobre el impul­
so a las políticas de bienestar. Como en buena 
parte de los países europeos, la mayor presen­
cia femenina en el mercado laboral formal ha 
significado la extensión de la doble presencia 
femenina, donde las mujeres suelen acumular 
mayor carga total de trabajo cotidiano. En el 
caso español, ese aumento de la participación 
femenina en la actividad laboral se ha produ­
cido, además, en un mercado laboral que ha 
tendido a caracterizarse por una precariza­
ción o desregulación crecientes, incluso antes 
de la crisis de 2007. 

En ese contexto, la pregunta de si las po­
líticas han tenido un efecto positivo hacia 
lograr un empleo presidido por la igualdad 
de oportunidades tiene más bien una res­
puesta negativa. Igualar cuantitativamente 
la presencia de ambos géneros en el mercado 
laboral sin modificar sus distintas disponi­
bilidades redunda en un aumento de la des­
igualdad entre ambos. Las políticas se han 
mostrado poco adecuadas para contribuir a la 
transformación efectiva de la división sexual 
del trabajo. Las políticas de conciliación, las 
únicas que parecen identificarse claramen­
te como políticas de igualdad, sin serlo, son 
vistas como políticas orientadas a favorecer 
una mejor adecuación entre empleo y res­
ponsabilidades familiares. La conciliación se 
entiende como un derecho (y quizá como un 
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deber) orientado hacia el colectivo femenino, 
reforzando el imaginario de las mujeres como 
“trabajadoras” y cuidadoras. La irrupción del 
permiso de paternidad es apreciada de forma 
favorable por parte de los agentes sociales, 
pero su limitada duración no posibilita rom­
per el esquema mujer-cuidadora, de modo que 
las mujeres siguen teniendo el protagonismo 
cuando se habla de conciliación. 

Así, en el terreno específico del empleo y 
de las relaciones laborales, tanto las políticas 
de igualdad como las de conciliación ofrecen 
un resultado ambivalente. Ambas han servido 
para legitimar la cuestión de la igualdad de 
género y, muy superficialmente, para paliar 
la consideración de la mano de obra feme­
nina como poco implicada en el empleo. Sin 
embargo, los efectos de las políticas sobre la 
mano de obra femenina parecen ser dispa­
res. Para algunos colectivos de mujeres, los 
mejor situados, han supuesto una posibilidad 
de afianzamiento en el empleo. Para otros, la 
propia debilidad del empleo o la organización 
del trabajo en el que se inscribe, merman las 
posibilidades de disfrutar de las posibilidades 
que esas políticas ofrecen. El sector produc­
tivo, más o menos feminizado y la organiza­
ción del trabajo y del proceso productivo de 
bienes y servicios son elementos significativos 
para observar la mayor o menor concreción de 
estas políticas. Las medidas, especialmente 
aquéllas más innovadoras y no expresamente 
contempladas en convenio colectivo, se apli­
can sobre todo en determinado tipo de seccio­
nes (técnicas, de administración o de gestión) 
y muy poco en otras áreas en las que se aduce 
las dificultades que generaría su aplicación 
para el buen funcionamiento de la actividad. 
En cambio, el sector público tiende a aplicar 
unas políticas de conciliación más amplias, 
derivadas de la legislación y de la normati­
va particular del sector, sin que interfiera la 
complejidad de la organización del trabajo, 
tal como destacan los responsables de las em­
presas entrevistadas en relación al personal 
médico y de enfermería en el sector sanitario. 
En todo caso, las experiencias más novedosas, 
o simplemente su aplicación, suelen ubicarse 

M
ini

ste
rio

 d
e 

Em
ple

o 
y S

eg
ur

ida
d 

So
cia

l

en el marco de una individualización de las 
Relaciones laborales: esas medidas se dan 
cuando se piden, pero no existe norma general 
o regulación colectiva. En muchas ocasiones 
el logro es simplemente trasponer la norma­
tiva en cuestión al convenio colectivo. Ese es 
el caso que en particular se observa en rela­
ción al desarrollo de los planes de igualdad 
de las empresas, que queda en manos de las 
empresas. Es más, sólo en el marco de esas ex­
periencias y en ese contexto de primacía em­
presarial a la hora de definir e implementar 
las políticas, el género deja de ser sinónimo 
de mujer para abarcar a hombres y mujeres, 
eso sí, generalmente, sólo de aquellas y aque­
llos mejor situados en el organigrama de la 
empresa. 

Pero esas dificultades mostrarían una ima­
gen incompleta si no tenemos en cuenta tam­
bién la creciente debilidad del empleo para 
ambos géneros, aunque mayor en el femenino, 
y las características del tejido socio-producti­
vo en el que se insertan. El crecimiento del 
empleo en España de los años previos a la cri­
sis ha estado basado en unos pocos sectores 
en torno a la construcción, por un lado, y en el 
crecimiento de las actividades ligadas al cui­
dado. Un crecimiento que, con independencia 
de las características de dicho empleo, no ha 
hecho más que reforzar las pautas de segre­
gación ocupacional existentes, sin que las di­
rectrices o las políticas llevadas a cabo hayan 
sido capaces de modificar esa pauta. De ahí 
la resistencia que parecía mostrar el empleo 
femenino ante la crisis actual. 

El futuro inmediato no parece augurar me­
joras. Del conjunto de entrevistas realizadas 
se sigue que, como resultado de la crisis, las 
políticas de igualdad, incluso la aplicación de 
medidas de conciliación o de corresponsabi­
lidad, se ven relegadas a un segundo plano 
en el marco de las políticas de empleo y a un 
aspecto marginal entre las estrategias de las 
empresas. La falta de recursos se deja notar 
en el ámbito autonómico y en el local en lo que 
atañe al desarrollo de políticas sociales, im­
prescindibles para fomentar la igualdad en el 
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empleo. Las empresas, por su parte, destinan 
sus recursos a otros elementos que consideran 
más necesarios en su actividad. 

En ese escenario de futuro, el papel de la 
Administración, especialmente la local, dada 
su capacidad para intervenir de manera in­
tegral en el conjunto de factores que intervie­
nen en la igualdad de oportunidades de hom­
bres y mujeres en el empleo, se perfila como 
un elemento clave para mejorar la eficacia de 
las mismas. El análisis cualitativo deja entre­
ver que la falta de coordinación de las propias 
políticas a nivel local, dificulta la extensión y 
profundidad en las actuaciones. En otras pa­
labras, se intuyen dificultades de gobernanza 
de las políticas que cabría explorar mejor. 

En definitiva, la falta de provisión de servi­
cios para el cuidado, las resistencias hacia el 
cambio, incluidas las culturales, la asunción 
de la igualdad como algo discursivo-formal, 
pero no práctico y real, pesan a la hora de 
efectuar balance de las actuaciones. Unos fac­
tores que son clave para entender el alcance 
y las limitaciones de las políticas de igualdad 
y de conciliación, desde su propia definición y 
percepción, hasta su reconocimiento y aplica­
ción en las empresas. Todas ellas contribuyen 
a explicar las características del modelo de 
empleo en España. 
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RESUMEN
 Este artículo sintetiza los resultados en torno a la incidencia de las políticas de igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres en las empresas, fruto de una investigación más 
amplia sobre las trasformaciones en el modelo de empleo en España. Junto a otras políticas 
de empleo y de bienestar, las políticas de igualdad de oportunidades entre hombres y muje­
res, en sus distintas manifestaciones, contribuyen a conformar los distintos modelos nacio­
nales de empleo. En el caso español, estas políticas son en buena medida deudoras de las 
orientaciones y compromisos en materia de empleo e igualdad a nivel europeo. En nuestra 
investigación hemos querido explorar cómo se materializan esos procesos, mediante el aná­
lisis de las actuaciones y de los discursos en materia de igualdad, desde las directrices de 
los programas marco hasta su concreción en la empresa. Los resultados confirman la con­
solidación de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en la agenda política y, 
en lo que aquí interesa, de los actores sociales de las relaciones laborales, a todos los niveles 
(estatal, autonómico, local y de empresa). En este proceso, el nivel de empresa emerge como 
uno de los principales puntos débiles. Por un lado y como elemento nuclear, porque esas 
políticas no se consideran “centrales” en la actividad laboral. A menudo se perciben como 
algo impuesto, más propio de inquietudes sociales generales que estrictamente laborales 
(las de igualdad) o bien como una ampliación de medidas de soporte a la maternidad (las 
de conciliación). Por otro lado algunas de las experiencias más novedosas, como las rela­
cionadas con la reordenación de la jornada laboral, suelen desarrollarse bajo el prisma de 
la individualización de las relaciones laborales en las empresas, actuando, así, como factor 
de dualización en las condiciones de trabajo y de empleo. Sin embargo, el tipo de empresa, 
el sector de actividad y la organización del trabajo, matizan ese escenario general, tanto a 
nivel de los discursos como de las actuaciones. Finalmente, la crisis económica supone un 
factor añadido que condiciona el desarrollo y aplicación de dichas políticas. 

Palabras clave: modelo de empleo, políticas de igualdad de oportunidades, políticas de 
conciliación, empresa, condiciones de trabajo. 
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abSTRaCT 	This article summarizes the results regarding the impact of policies on equal opportu­
nities between men and women in business. These results are part of a wider research 
on transformations in the Spanish employment model. In addition to other employment 
and welfare policies, policies on equal opportunities between men and women help shape 
the different national employment models. In the Spanish case, these policies are largely 
indebted to the European guidelines and commitments on employment and equality. In 
our research we wanted to explore how these processes are realized by analyzing the ac­
tions and discourses on equality, from the European guidelines’ level to its realization in 
the company level. The results confirm the consolidation of equal opportunities between 
women and men on the political agenda and especially, social actors in labour relations 
at all levels (national, regional, local and company level). In this process, the company 
level appears as one of the main weaknesses, first, because these policies are not consid­
ered “core policies” in labour activity. Often, they are perceived as something imposed, as 
general social concerns rather than labour issues (equality policies); or as an extension of 
support measures for maternity (reconciliation policies). Secon some of the most innova­
tive experiences, such as those related to the reorganization of the working day, often have 
been developed under the prism of the individualization of labour relations in companies, 
as a factor of duality in working conditions and employment. However, the type of company, 
sector of activity and work organization, qualify this general scenario, both at the level of 
discourses and performances. Finally, the economic crisis is a new factor that affects the 
development and implementation of these policies. 

Keywords: national employment model, equal opportunities policies, reconciliation poli­
cies, company level, working conditions. 


